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			Capítulo I

			Presentación

			La monografía que se presenta tiene por título: “Notificaciones internacionales en materia civil y mercantil: El Derecho europeo”.

			Su concepción se debe a la necesidad de abordar las dudas prácticas que plantea esta materia caracterizada por una importante dispersión normativa en el ámbito europeo, convencional e interno que dificulta la correcta identificación de la norma y con ello la práctica de la notificación de documentos judiciales y extrajudiciales atemperando el derecho de defensa con los legítimos intereses de celeridad en el procedimiento de ciudadanos y empresas, en el ámbito privado, civil y mercantil.

			Se realiza un análisis especial de la normativa europea y muy especialmente del R. (UE) 2020/1784, del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la notificación y traslado en los estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil («notificación y traslado de documentos») (versión refundida) que deroga, pero consolida sus antecesores, el Reglamento (CE) nº 1348/2000 y el posterior Reglamento (CE) nº 1393/2007.

			El Reglamento (UE) 2020/1784 presenta como importante novedad al margen de la digitalización la búsqueda activa de domicilio del requerido a través de una cooperación activa entre Autoridades. 

			La incidencia de la digitalización de la Justicia en la práctica de las notificaciones hace que su aplicación sea escalonada, sobre bases que han sido objeto de análisis por el Tribunal de Justica de la U.E, incorporadas algunas de sus soluciones al nuevo Reglamento, como se analiza pormenorizadamente en los correspondientes capítulos.

			El nuevo Reglamento incide en la digitalización de la Justicia, criterio general que encuentra un nuevo impulso tras la pandemia Covid-19 y que incardina al nuevo Reglamento en la actualización de e-justice, a través del Reglamento de ejecución: (UE) 2022/423 de la Comisión de 14 de marzo de 2022 por el que se establecen las especificaciones técnicas, las medidas y otros requisitos para la implementación del sistema informático descentralizado a que se refiere el reglamento (UE) 2020/1784.

			Posteriormente Reglamento (UE) 2022/850 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2022, relativo a un sistema informatizado para el intercambio electrónico transfronterizo de datos en el ámbito de la cooperación judicial en materia civil y penal (sistema e-CODEX), y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2018/1726. 

			Y finalmente, en la evolución hasta hoy, imparable, se destaca el gran salto tecnológico de la Justicia civil, con la publicación del Paquete Digitalización, integrado por el Reglamento (UE) 2023/2844 y a la Directiva (EU) 2023/ 2843, ambos de 13 de diciembre de 2023, sobre la digitalización de la cooperación judicial transfronteriza y acceso a la Justicia. 

			La digitalización de la Justicia será sin duda, en esta materia, el tema central de la legislatura 2025-2029 de la Unión Europea.

			Las notificaciones incluidas en el Reglamento Digitalización se extienden desde el R. (EU) 2020/1784 a un gran número de instrumentos europeos tanto en aplicación como en negociación. 

			Afecta a la mayor parte de los instrumentos de la Justicia civil, especialmente por la creación del punto de acceso electrónico europeo en el Portal europeo de e-Justicia previsto en el art. 4.del Reglamento. 

			Este nuevo nódulo podrá utilizarse para la comunicación electrónica entre personas físicas o jurídicas y sus representantes y las autoridades competentes en un gran número de expedientes (art. 4. 1 d) transcurridos dos años desde los actos de implementación que corresponde elaborar a la Comisión asistida de un Comité. 

			El acceso que deberá ser consentido está presidido por los principios de accesibilidad, gratuidad, seguridad e identificación de los usuarios —en base al R. e-IDAS 2, Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se modifica el Reglamento (UE) nº 910/2014 en lo que respecta al establecimiento de un marco para una identidad digital europea de publicación inmediata al cierre de la edición—. 

			Los aspectos tecnológicos son estudiados con detenimiento en la obra. 

			Por otra parte, el Reglamento Notificaciones, forma tradicionalmente un conjunto con el Reglamento Obtención de pruebas, como ocurre asimismo en el Derecho convencional de la Conferencia de La Haya. 

			Se realiza por tanto una aproximación al Reglamento (UE) 2743/2020 Obtención de pruebas.

			Junto al Derecho europeo, las notificaciones internacionales son objeto de cooperación jurídica internacional en otros territoriales a través de diversos Convenios internacionales.

			Encuentra un especial interés el análisis del Convenio de La Haya de 15 de noviembre de 1965 sobre la notificación o traslado en el extranjero de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o comercial del que forman parte 82 Estados.

			 Se acompaña de una aproximación al Convenio de La Haya de obtención de pruebas, del que forman parte 66 Estados.

			Ambos Convenios junto al Convenio sobre acceso a la Justicia de 1980, del que forman parte 28 Estados, son actualmente objeto de trabajo conjunto en Comisión especial en la que se incide singularmente en la digitalización de los procedimientos.

			Además del ámbito de la Conferencia en los concretos Convenios estudiados, se analizan otros instrumentos relevantes, en este foro, como es el Convenio de 2 de julio de 2019 sobre el reconocimiento y la ejecución de sentencias extranjeras en materia civil o comercial, o el Convenio de 30 de junio de 2005 sobre Acuerdos de Elección de Foro.

			En Unidroit, Convenio de Ciudad del Cabo relativo a garantías internacionales sobre elementos de equipo móvil de 16 de noviembre de 2001; en Uncitral, el Convenio de las Naciones Unidas sobre los efectos internacionales de las ventas judiciales de buques, adoptada por la asamblea general de las naciones unidas en Nueva York el 7 de diciembre de 2022. Finalmente se analiza la Convención interamericana, sobre exhortos o cartas rogatorias, hecha en Panamá el 30 de enero de 1975, así como los convenios bilaterales suscritos con España.

			Finalmente se introducen las previsiones de la Ley 29/2015, de 30 de junio de cooperación jurídica en materia civil y la importante normativa aprobada en el R.D Ley 6/2023, objeto de tramitación de urgencia en Cortes como Proyecto de Ley por la que se aprueban medidas urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de servicio público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo (procedente del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre).

			Desde la perspectiva extrajudicial presentan una importancia capital los documentos públicos y expedientes notariales desjudicializados, singularmente actas, que requieren notificación para ser efectivos o mejorar su ejecución. 

			Una importante novedad de la ley que proviene del R.D. Ley 6/2023.

			Por todas estas razones, la materia es la aplicación subsidiaria a los expedientes notariales de la Ley de la Jurisdicción Voluntaria (Ley 15/2015, de 2 de julio) que dotará de certeza y seguridad jurídica a la actuación notarial.

			Sin embargo, la legislación notarial no se coordina con facilidad con los instrumentos internaciones, europeos o convencionales en sede de notificaciones. Se hace por ello imprescindible abordar su problemática desde la perspectiva internacional extrajudicial.

			Presenta por ello gran interés el estudio de los expedientes y actas notariales que comprenden notificaciones, y el distinto régimen de la notificación, citación o publicidad que prevén, incluida la legislación hipotecaria y marítima. Esta materia se encuentra ligada a la actividad consular y registral.

			Junto con estas especialidades basadas en la actuación de autoridad, se introducen las notificaciones en el procedimiento arbitral en el contexto de la resolución alternativa de conflictos.

			La reciente publicación de la Ley 11/2023 y el convalidado Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre por el que se aprueban medidas urgentes para la ejecución del Plan de que modifica notablemente la legislación notarial, registral y mercantil, requiere asimismo algún comentario.

			Toda notificación debe respetar los principios generales de acceso a la justicia y seguridad jurídica, basados en los Convenios internacionales, como la Carta de los derechos y libertades de la Unión Europea y por supuesto en la Constitución española.

			Para ello es esencial conocer los límites establecidos por la jurisprudencia internacional y constitucional.

			Por todas estas razones la materia que se aborda presenta una notable complejidad que el jurista debe conocer en todas sus implicaciones.

			Espero que este trabajo contribuya a ello.

			La autora

			Mayo, 2024

		

	
		
			Capítulo II

			La notificación como elemento esencial 
del Derecho de defensa

			1.	Aproximación

			El estudio de las notificaciones judiciales y extrajudiciales en materia civil y mercantil, que deban practicarse tanto en el ámbito internacional —singularmente europeo— como en el ámbito nacional presentan una notable complejidad, al tiempo que constituyen una materia de creciente importancia habida cuenta de la actual internacionalización de las relaciones económicas y personales y la globalización de la economía.

			Conceptualmente, las notificaciones y el traslado de documentos —conceptos esencialmente idénticos, atendiendo a las distintas jurisdicciones— junto a la cooperación de los órganos jurisdiccionales en el ámbito de la obtención de pruebas se integran en el ámbito de la cooperación judicial civil y constituyen elementos esenciales del procedimiento, dirigidos ambos a garantizar el derecho de defensa.

			En efecto, la correcta comunicación o notificación de un acto jurídico se liga al derecho de defensa, a la buena fe y en suma tiene su apoyo en el derecho constitucional nacional y convencional internacional, a la defensa y a un proceso justo, que presenta su reflejo en el ordenamiento jurídico español, art. 24 de la Constitución1 y en los textos internacionales, destacadamente el art. 47 de la Carta de los derechos fundamentales de la Unión Europea2.

			Materialmente, en el ámbito del Derecho civil o mercantil la notificación constituye además un elemento esencial de la pretensión del actor, que a su vez tiene derecho a un procedimiento eficaz sin dilaciones indebidas.

			Identificados los intereses en juego y con ellos el marco normativo, cuando todos los elementos conducen a una sola jurisdicción nacional, las notificaciones internaciones presentan especial complejidad, al tiempo que deben tenerse en cuenta distintas regulaciones cuya selección al caso concreto, se hará en base a los criterios de competencia y jerarquía normativa.

			Con las necesarias adaptaciones, se consideran elementos comunes a toda notificación, incluidas las internacionales: su realización regular en el domicilio del destinatario; en una lengua comprensible para éste y razonable en el contexto del procedimiento; un plazo suficiente de suerte que tras su recepción se permita su análisis razonable al destinatario y la posibilidad de contestación, así como el cumplimiento de las formalidades que exija el especial cauce requerido para la notificación. 

			En este contexto, es especialmente relevante, en el ámbito europeo, el análisis del Reglamento (UE) 2020/1784 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la notificación y traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil, en su versión refundida que deroga el anterior Reglamento («notificación y traslado de documentos») (versión refundida), que deroga el Reglamento (CE) nº 1393 /2007 del Parlamento Europeo y del Consejo de 13 de noviembre de 2007 y sus modificaciones tecnológicas posteriores.

			La Unión Europea es consciente de la importancia crucial en los procedimientos judiciales del envío y recepción de documentos y notificaciones de la forma más eficaz, rápida y segura.

			El traslado de documentos y la notificación de la demanda o hitos relevantes, en un procedimiento judicial es distinto del simple envío por medios ordinarios. 

			Tiene un efecto legal de gran calado para las partes en el concreto procedimiento por lo que un correcto traslado en el marco procedimental juega un papel crucial asegurando el acceso a la Justicia y un juicio justo. 

			El Reglamento notificaciones ha sido objeto de modificación por el Reglamento (UE) 2023/2844 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2023, sobre la digitalización de la cooperación judicial y del acceso a la justicia en asuntos transfronterizos civiles, mercantiles y penales, y por el que se modifican determinados actos jurídicos en el ámbito de la cooperación judicial.

			Reglamento, este último, capital en la aplicación de los instrumento de cooperación civil, como se analizará con el debido detalle.

			El Reglamento (UE) 2020/1784 en su ámbito de aplicación, establece distintas vías para transmitir documentos entre Estados miembros y modela el control de los actos de notificación durante el proceso en curso. 

			El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en adelante, TJUE), interpretará el Reglamento que se traduce en obligaciones concretas para los Tribunales de los Estados miembros. A día de hoy se ha dictado una abundante doctrina sobre los anteriores instrumentos, especialmente el R. (UE) 2007, en parte relevante al actualmente en vigor, como se verá al analizar el Reglamento. (UE) 2020/1784.

			La relación de las notificaciones internacionales con los instrumentos sobre obtención de pruebas es especialmente relevante cuando no es posible la localización del destinatario, aspecto que en la última versión del Reglamento no imposibilita el procedimiento de notificación, como hacían las anteriores, con base en el Convenio de La Haya de 1965. 

			Por ello, habrá de ser analizado, en lo relevante, el R. (UE) 2020/1783, relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil y mercantil.

			2.	La notificación como parte del Derecho de defensa

			La notificación, en cuanto acto de comunicación procesal, se encuentra ínsitamente ligado al derecho de defensa y constituye un pilar de la cooperación judicial y por ende, de la confianza mutua en los sistema judiciales de la Unión Europea, entre sus órganos jurisdiccionales y también en relación a las autoridades extrajudiciales, esencia de la seguridad jurídica, en cuanto la comunicación de los actos procesales relevantes —como la demanda o su contestación— o la resolución que recaiga o los hitos relevantes en el proceso debe ser diligente y realizada mediante un procedimiento que permita su recepción así como el acuse de la misma en el proceso, con la mayor neutralidad. 

			Se señala por GARCIMARTIN3, la dificultad de establecer criterios unívocos en los procedimientos de notificación en cuanto debe ponderarse los intereses distintos y en general contrapuestos de las partes: requirente y requerido. 

			Razonablemente, el requirente-actor centrará su interés en la agilidad y eficacia de la notificación mientras que el demandado lo hará en no padecer indefensión a salvo la mala fe procesal basada en el retraso de las actuaciones.

			Las notificaciones nacionales e internacionales extrajudiciales presentan sus propias reglas debiendo distinguirse entre las notificaciones reguladas por la ley y las pactadas por las partes, las cuales se sujetarán a su propio régimen.

			Extrajudicialmente, las notificaciones pactadas presentan especial interés en relación al ejercicio de los derechos reales como el ejercicio de la opción de compra; de la condición resolutoria o las acciones ejecutivas de la hipoteca o prenda.

			3.	Fuentes normativas

			 Son varias las fuentes normativas que conducen a la selección de la norma aplicable a la práctica de la notificación.

			Conforme a los criterios de jerarquía y competencia que ordenan las diversas fuentes normativas aplicables comienzan en primer lugar por el Derecho europeo integrado por el Reglamento (UE) 2020/1784, junto al Reglamento de ejecución (UE) 2022/423, de 14 de marzo de 2022.

			En segundo lugar, por el Convenio de La Conferencia de La Haya de 15 de noviembre de 1965 sobre la Notificación o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial.

			En el mismo contexto, los Convenios multilaterales compatibles. Cabe citar muy especialmente, la Convención interamericana de exhortos y cartas rogatorias de 1975, hecha en Panamá el 30 de enero de 1975, y de la que forma parte España desde Agosto de 1987.4

			Adicionalmente, España ha suscrito convenios internacionales bilaterales en materia de notificación y traslado de documentos cuyo texto completo puede verse en el prontuario de Justicia Civil publicado por el Consejo General del Poder Judicial 5 que se analizan más adelante en los capítulos correspondientes. Por último, es fuente interna de producción normativa la Ley 29/2015, de 30 de junio, de Cooperación Jurídica Internacional en materia civil, especialmente, sus artículos 20 a 28. Esta norma se acompaña ahora de la Ley de 2024, procedente de la convalidación del R.D-ley 6/2023.

			4.	Delimitación material

			Las notificaciones internacionales no solo comprenden actuaciones judiciales, sino que se extienden a actos extrajudiciales las cuales como veremos a lo largo del presente estudio, no encuentran un análisis claro.

			Como se analizará con más atención, las notificaciones extrajudiciales se referían en el contexto de los Reglamentos de 2001 y 2007, solo a documentos notariales o bien oficiales. (STJUE C- 14/08 Roda Golf & Beach Resort SL. y RDGRN de 27 de febrero de 2012).

			Sin embargo, la Sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de noviembre de 2015 (C-223 /14) Tecom Mican y Arias Domínguez extiende y así es contemplado en el R. 2020/1784, el concepto documento extrajudicial a los documentos privados cuya transmisión formal a su destinatario en el extranjero sea necesaria para el ejercicio o salvaguarda de un derecho.

			Por otra parte, como también se verá con más detalle, el Tribunal, ha hecho una interpretación actualizada del concepto materia civil y mercantil, siendo relevantes las sentencias (C- 226/13 y acumulados6). 

			5.	Principios aplicables a la notificación

			La notificación de una demanda o de otro acto ya sea judicial o extrajudicial, exige determinadas garantías de suerte que el incumplimiento de éstas puede determinar la vulneración de la tutela judicial efectiva por indefensión.

			Por ello, aunque el equilibrio entre ambas partes se debería traducir en que el notificado debe presentar una correcta y debida diligencia, que valorara el conocimiento extraprocesal del litigio que tuviera el demandado notificado, pese a ser la notificación irregular, atendiendo a la buena o mala fe procesal la jurisprudencia española es garantista, ya que a los efectos de valorar la existencia o no de indefensión, conforme al art. 155 LEC., se destaca la necesidad de un emplazamiento regular, personal o en soporte papel, indubitada o fehacientemente.7

			Un análisis de la numerosa jurisprudencia existente conduce al establecimiento de determinados criterios.8 

			En primer lugar, desde la perspectiva del demandante o actor de la notificación debe señalarse el deber de investigar diligentemente el domicilio personal del notificado y la primacía de la notificación personal sobre la notificación a terceros por sustitución9 y por supuesto sobre la edictal10. 

			6.	La problemática de la notificación edictal

			Singular interés presenta la notificación por edictos tanto en el ámbito judicial como en el extrajudicial, singularmente en los expedientes notariales ligados a la Jurisdicción voluntaria.

			A.	Limitación de la comunicación edictal por el órgano jurisdiccional

			El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en Sentencia de 15 de diciembre de 2020, dictó sentencia contra el Reino de España en el caso Karesvaara y Njie c. España declarando que la notificación por edictos de una demanda de desahucio de finca urbana con reclamación de cantidad de rentas impagadas, sin haberse agotado los medios normales de localización del demandado para poder efectuarle la notificación de la demanda vulnera el derecho a un juicio equitativo del artículo 6.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos.

			Nuestro Tribunal Constitucional, en la misma línea, concluye que los órganos jurisdiccionales están obligados a intentar la notificación personal, presentando los adecuados medios de localización de los sujetos concernidos por las resoluciones judiciales. Por ello considera contrario a la tutela judicial efectiva la notificación de demandas por edictos si falta justificación adecuada del hecho de haberse agotado por el órgano jurisdiccional los medios razonables de localización (arts. 155 y 156 LEC).

			La doctrina del Tribunal Constitucional desde la Sentencia (Sala Primera) de 16 de diciembre de 1991 resalta el necesario equilibrio de las posiciones de las partes11 de suerte que ha de prevalecer la notificación personal sobre la edictal, estableciendo la obligación por parte del Juzgado de realizar una diligente investigación sobre el domicilio personal del notificado (STC 162/2002 de 16 de septiembre).

			La limitación de los anuncios (notificación edictal) en nuestra doctrina constitucional impediría que el contexto del R. Notificaciones (UE) 2020/1784 fuera utilizada esta vía, dado que solo el Juez en el curso de un procedimiento principal puede ordenar, con las limitaciones conocidas,12 (art. 164 LEC) el uso de edictos, pero nunca puede ser utilizado en el contexto del auxilio judicial , ni Ad extra, por el órgano jurisdiccional español ni ad Intra, por el órgano jurisdiccional de otro Estado miembro, en cuanto el órgano receptor no entiende un procedimiento principal en el Estado que debe notificar sino que, por el contrario, se limita a ejecutar u acto de auxilio judicial, aun establecido en un Reglamento europeo, sin que afecte al principio de confianza mutua judicial.

			En cuanto a la notificación por el órgano jurisdiccional mediante conducto postal, la S. TJUE de 2 de marzo de 201713 en relación a la notificación por servicio postal establece las garantías de la entrega personal en el círculo de personas del notificado.

			Se analiza con más detalle Infra, Capítulo III.

			B.	Notificación edictal ordenada por notario

			Tanto la Ley del Notariado, en su reforma de 2015 , como el Reglamento Notarial, prevén una notificación edictal, específicamente el Tablón de anuncios municipal para la notificación de interesados que no pueden ser notificados personalmente.

			En los Capítulos XIII y XIV, se analiza con detalle los expedientes concernidos. 

			Asimismo, se pone de manifiesto que la reforma de la Ley del Notariado por Ley 11/2023, de 8 de mayo14 no ha previsto una sede electrónica notarial para notificaciones notariales, —lo que debería conducir a la general del Tablón de anuncios del BOE— dejando en una situación excepcional las normas notariales. 

			Por el contrario, la Ley 11/2023 sí prevé la sede registral electrónica como cauce de las notificaciones registrales no personales. 

			7.	Notificaciones electrónicas 

			A.	Contexto europeo

			El contexto del R. (UE) 2020/1784 y la aplicación del Reglamento sobre digitalización de la Justicia (EU) 2023/2844, será objeto de análisis independiente.

			Se analizan ahora las implicaciones en el contexto de los derechos fundamentales de la notificación electrónica.

			En efecto, tanto en el ámbito nacional como en el internacional, el esfuerzo por la digitalización supone, máxime tras la pandemia Covid-19, el hecho cierto de que las comunicaciones electrónicas en general y las notificaciones en particular, sean preferentemente electrónicas, ya sean realizadas en la sede electrónica administrativa o en la dirección electrónica prevista para notificaciones.

			Esta realidad no evita que deban ser realizadas regularmente.

			La regularidad de las notificaciones electrónicas supone el cumplimiento de requisitos adicionales.

			El Tribunal Constitucional, Sentencia 147/2022, de 29 de noviembre de 2022, tuvo ocasión de analizar un supuesto en el que un contribuyente, que por su naturaleza15 estaba obligado a recibir notificaciones electrónicas, pero que sin embargo no accede a su contenido en el plazo establecido —diez días, fue dado por notificado por lo que la Administración, en este caso fiscal, continuó con su procedimiento y emitió una liquidación eliminando la totalidad de las cuotas deducidas.

			Considera el Alto Tribunal, aplicando la doctrina de la buena fe, que ésta obliga a que, aun cuando los interesados no hayan actuado con toda la diligencia debida en la comunicación del domicilio o en la descarga de notificaciones electrónicas, antes de acudir a la notificación edictal, la Administración debe intentar la notificación en el domicilio idóneo, en los casos en los que su localización resulta extraordinariamente sencilla acudiendo a datos que constan en oficinas o registros públicos y cita expresamente el domicilio que conste en el Padrón; el declarado en el IRPF o los Registros de la Propiedad.

			La doctrina restrictiva del Tribunal Constitucional es especialmente relevante a fin de evitar la denominada brecha digital y la actuación automática de la Inteligencia Artificial aplicada a la Administración en sus relaciones con los ciudadanos.

			Las condiciones adicionales aplicables a las comunicaciones electrónicas han sido objeto de comunicación por parte de los Estados miembros a la Comisión. 

			Entre las comunicaciones realizadas por el Reino de España en relación con el art. 19 apartado 2 del Reglamento Notificaciones, figura la siguiente pregunta y respuesta.

			“¿Ha especificado este Estado miembro, de conformidad con el artículo 19, apartado 2, del Reglamento sobre notificación y traslado de documentos, las condiciones adicionales en las que acepta la notificación o el traslado electrónicos por correo? Véase también la notificación efectuada con arreglo al artículo 19, apartado 2, del Reglamento sobre notificación y traslado de documentos?”

			“No constan especificados. No obstante, el Tribunal Constitucional para el caso de demandados personas jurídicas, ha declarado inadecuado la utilización de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento, pues el mismo ha de ser realizado por correo certificado con acuse de recibo en el domicilio del destinatario, de conformidad con el art. 155 de la LEC así lo declara en STC 129/2019 de 11 de noviembre, reiterando el criterio ya sentado en otras sentencias TC (6/2019 y 47/2019).” 

			Esta notificación deberá ser modificada en base al RDL 6/2023.

			El artículo 12 del Reglamento (UE) 2020/1734, admite la comunicación directa electrónica, bajo determinadas garantías que pueden ser ampliadas por los Estados miembros. 

			Con posterioridad, fueron aprobados el Reglamento de ejecución, (UE) 2022/423 de la comisión de 14 de marzo de 2022 por el que se establecen las especificaciones técnicas, las medidas y otros requisitos para la implementación del sistema informático descentralizado a que se refiere el Reglamento (UE) 2020/1784; el Reglamento (UE) 2022/850 del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 de mayo de 2022 relativo a un sistema informatizado para el intercambio electrónico transfronterizo de datos en el ámbito de la cooperación judicial en materia civil y penal (sistema e-Codex), y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2018/1726 y el paquete digitalización: Reglamento (UE) 2023/2844 y directiva (EU) 2023/ 2844 sobre la digitalización de la cooperación judicial y acceso a la justicia en materia civil, comercial y penal, transfronteriza, modificando ciertos actos en el dominio de la cooperación judicial.

			Todos ellos sobre la base del sistema unificado electrónico de responsabilidad compartida entre la Comisión y los estados miembros, como se analizará en el Capítulo VI.

			B.	Actualización del Derecho español

			El 20 de diciembre de 2023 se publicó en el BOE el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de servicio público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo (el “RDL 6/2023” o “RDL”) que contiene novedades de relevancia capital en materia procesal, ligada a la digitalización.

			El Pleno del Congreso de los Diputados ha convalidado el Real Decreto el 10 de enero de 2024 por 172 votos a favor y 171 en contra.

			Una vez convalidado, la Cámara ha acordado, con 205 votos a favor y 138 abstenciones, tramitarlo como proyecto de ley por el procedimiento de urgencia.

			El Real Decreto-ley se estructura en una parte expositiva y una parte dispositiva que consta de cuatro libros, conformados por 129 artículos, dieciséis disposiciones adicionales, once disposiciones transitorias, una disposición derogatoria, nueve disposiciones finales y un anexo de definiciones. 

			En el libro primero, el título preliminar define su objeto y acoge los principios de acceso, autenticidad, confidencialidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad, conservación e interoperabilidad que deben regir los sistemas de información de la Administración de Justicia. También define los servicios digitales que las administraciones públicas con competencias en medios materiales y personales de la Administración de Justicia han de prestar de manera equivalente y de calidad en todo el territorio del Estado.

			El título I del libro primero, bajo la rúbrica “Derechos y deberes digitales en el ámbito de la Administración de Justicia”, recoge y actualiza los derechos y deberes reconocidos en la Ley 18/2011, de 5 de julio. Asimismo, reconoce a la ciudadanía el derecho a un servicio personalizado de acceso a procedimientos, informaciones y servicios accesibles de la Administración de Justicia y se establecen una serie de servicios cuya prestación deben garantizar las administraciones públicas con competencias en medios materiales y personales de la Administración de Justicia por medios digitales, en todo el territorio del Estado. 

			El R.D-ley, establece la idoneidad y preferencia de la vía telemática para la realización de las notificaciones, incluida la citación de personas jurídicas16 a las que se notificará de manera electrónica.

			El Tablón edictal único, ya era contemplado por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, artículo 83 que el anuncio de información pública se publicará en el Diario oficial correspondiente a fin de que cualquier persona física o jurídica pueda examinar el expediente, o la parte del mismo que se acuerde. El anuncio señalará el lugar de exhibición, debiendo estar en todo caso a disposición de quiénes lo soliciten a través de medios electrónicos en la sede electrónica. 

			En los supuestos contemplados en el artículo 44 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, regula las notificaciones infructuosas.

			Establece que cuándo los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o bien, intentada ésta, no se hubiese podido practicar, la notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Estado».

			Asimismo, previamente y con carácter facultativo, las Administraciones podrán publicar un anuncio en el boletín oficial de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, en el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del Consulado o Sección Consular de la Embajada correspondiente.

			Las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas de notificación complementarias a través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la obligación de publicar el correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado».

			Una excepción es el expediente de declaración de ausencia, que mantiene, la publicación en el Tablón de anuncios del Ayuntamiento según su Disposición Final cuarta sobre Modificación de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria.17

			Notas:

			
				
						
1.	Artículo 24 1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.

La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.



						2.	Artículo 47 Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión hayan sido violados tiene derecho a la tutela judicial efectiva respetando las condiciones establecidas en el presente artículo. Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de un plazo razonable por un juez independiente e imparcial, establecido previamente por la ley. Toda persona podrá hacerse aconsejar, defender y representar. Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes siempre y cuando dicha asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a la justicia.


						3.	GARCIMARTIN, F: “Lección: la notificación internacional”, https://almacendederecho.org/leccion-la-notificacion-internacional, 21 de febrero 2018. Leído 27 de enero de 2023.


						4.	https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1987-19010 


						
5.	http://www.prontuario.org/prontuario/es/Civil/ch.Consulta.formato1/: 

Convenio relativo a la asistencia judicial en el ámbito civil y mercantil entre el Reino de España y la República Islámica de Mauritania, de 12 de septiembre de 2006. El Convenio relativo a la asistencia judicial en el ámbito civil y mercantil entre la República Argelina Democrática y Popular y el Reino de España, hecho «ad referéndum» en Madrid el 24 de febrero de 2005 Convenio de asistencia judicial en materia civil y mercantil entre en Reino de España y la República Dominicana, hecho en Madrid el 15 de septiembre de 2003. El Convenio sobre asistencia judicial en materia civil y mercantil y reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales entre el Reino de España y la Republica de Túnez, de 24 de septiembre de 2001. Convenio de asistencia judicial en materia civil y mercantil entre el Reino de España y el Reino de Tailandia hecho en Madrid el 15 de junio de 1998. Convenio de cooperación judicial en materia civil, mercantil y administrativa entre el Reino de España y el Reino de Marruecos, firmado en Madrid el 30 de mayo de 1997. Tratado sobre asistencia judicial en materia civil y mercantil entre el Reino de España y la República Popular China, hecho en Pekín el 2 de mayo de 1992. Convenio sobre asistencia judicial en materia civil entre el Reino de España y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, firmado en Madrid el 26 de octubre de 1990 Convenio de cooperación jurídica en materia civil entre el Reino de España y la República Federativa del Brasil, firmado en Madrid el 13 de abril de 1989 Convenio de cooperación jurídica entre el Reino de España y la República Oriental del Uruguay, hecho en Montevideo el 4 de noviembre de 1987. Convenio relativo a la mutua asistencia en los procedimientos civiles y comerciales entre España y Gran Bretaña, firmado en Londres el 27 de junio de 1929.



						6.	Sentencia relativa a notificaciones de demandas de inversores alemanes en deuda pública griega contra este último Estado por las medidas de reestructuración.


						7.	Hasta la implementación efectiva de las notificaciones electrónicas.


						8.	Bien analizados por PEREZ-MORILLA, J.J (La Ley Unión Europea, No 109, Diciembre de 2022, Editorial La Ley).


						9.	La admite entre otras, cuando no se produzca indefensión la STC 162/2002 de 16 de septiembre.


						10.	La STC 181/2015 de 7 de septiembre resalta que la valoración de circunstancias que no puede fundarse sin más en una presunción cimentada en simples conjeturas, sino que debe acreditarse fehacientemente para que surta su efecto invalidante de la tacha de indefensión.


						11.	La resolución judicial inaudita parte no implica vulneración del derecho de tutela judicial efectiva sin indefensión, en el caso de que el afectado no haya puesto la debida diligencia en la defensa de sus derechos bien porque se coloque al margen del proceso con el fin de obtener una ventaja, o bien, porque poseyese un conocimiento extraprocesal de la existencia de aquél».


						12.	Es decir, bajo el principio de que haya intentado sin efecto en los domicilios resultantes de la averiguación domiciliaria del destinatario del acto de notificación.


						13.	Andrew Marcos Henderson/Novo Banco, S.A (C-354/15).


						14.	Ley 11/2023, de 8 de mayo, de trasposición de Directivas de la Unión Europea en materia de accesibilidad de determinados productos y servicios, migración de personas altamente cualificadas, tributaria y digitalización de actuaciones notariales y registrales; y por la que se modifica la Ley 12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos.


						15.	Persona jurídica, comunidad de bienes, herencia yacente o profesional colegiado.


						
16.	Nuevo art. 155 LEC. La STC 47/2019, de había declarado que el primer emplazamiento había de realizarse en papel y, a los tres días sin que el destinatario acceda a su contenido, se procederá a su publicación por la vía del Tablón Edictal Judicial Único.

Respecto a la notificación electrónica , el art. 50 del RDL menciona expresamente la Carpeta Justicia, sede judicial electrónica y la dirección electrónica habilitada única), así como el Tablón Edictal Único: Los actos procesales de comunicación previstos en el artículo 149 de la Ley de Enjuiciamiento Civil que se lleven a cabo por medios electrónicos se podrán practicar mediante comparecencia en la Carpeta Justicia o correspondiente sede
judicial electrónica a través de la dirección electrónica habilitada única prevista en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, o por otros medios electrónicos que se establezcan reglamentariamente y garanticen el ejercicio de las facultades y derechos previstos en este Real Decreto-ley. Ello sin perjuicio de la eficacia de la comunicación cuando el destinatario se dé por enterado, conforme a lo dispuesto en el artículo 166.2 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.



						
17.	La Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, queda modificada como sigue…

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 70, que queda redactado del siguiente modo:

«2. El letrado o letrada de la Administración de Justicia admitirá la solicitud y señalará día y hora para la comparecencia, que tendrá lugar en el plazo máximo de un mes, a la que citará al solicitante y al Ministerio fiscal, así como a los parientes indicados en la solicitud inicial y a quienes consten en el expediente como interesados, y ordenará publicar dos veces la resolución de admisión mediante edictos, con intervalo mínimo de ocho días, en la forma establecida en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, en el Tablón Judicial Edictal Único y en el tablón del Ayuntamiento de la localidad en la que el ausente hubiere tenido su último domicilio. En el edicto se hará constar que podrá intervenir en la comparecencia cualquiera que pudiera tener interés en la declaración de ausencia.»



				

			

		

	
		
			Capítulo III

			Evolución de la normativa sobre notificaciones transfronterizas en la Unión Europea

			1.	Introducción

			Un objetivo temprano de la cooperación judicial en materia civil en el espacio de seguridad, libertad y Justicia de la Unión Europea fue lograr la mutua confianza entre los Estados miembros y por lo tanto la circulación, sin exequatur, de resoluciones judiciales y posteriormente, la circulación al menos con efecto ejecutivo, de otras decisiones extrajudiciales, esencialmente los documentos notariales, en base a la mayor aproximación de sus elementos sustanciales: tales como la formación de jueces y Tribunales y la aproximación en las reglas del proceso.

			El objetivo se fijó en la eliminación de todo obstáculo derivado de la incompatibilidad entre los distintos sistemas judiciales, posteriormente extrajudiciales18, mediante la técnica del reconocimiento mutuo; el carácter ejecutivo de las decisiones; el acceso a la justicia y la aproximación o armonización, en determinadas materias de legislaciones internas nacionales.

			Con anterioridad el Tratado de Maastricht de 1993 integró la cooperación judicial civil en su título VI, pero fue el Tratado de Ámsterdam quien insertó el ámbito de la cooperación judicial civil al título IV del Tratado CE (artículo 65), incluyéndola en el espacio de libertad, seguridad y justicia.

			El Consejo Europeo de Tampere (octubre de 1999) convirtió el principio de reconocimiento mutuo de las decisiones judiciales en verdadera «piedra angular» de la cooperación judicial tanto en materia civil como penal en el seno de la UE.

			El Tratado de Lisboa en diciembre de 2009, la cooperación judicial en materia civil pasó a incluirse en el título V del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) entre los aspectos del espacio de libertad, seguridad y justicia.

			Y es sabido que desde su entrada en vigor en diciembre de 2009 las en este ámbito el procedimiento legislativo es el ordinario, salvo para las cuestiones relacionadas con el derecho de familia. 

			El Reino de Dinamarca no participa del ámbito de la Justicia Civil, y tras la salida de Reino Unido de la Unión Europea, la república de Irlanda conserva su derecho a participar en estos instrumentos, ejerciendo la facultad de opt-in.

			Los primeros instrumentos de la Justicia civil fueron, tras el Tratado de Ámsterdam y el primer scardboard en el Consejo de Tampere, citado, de octubre de 1999, el Reglamento (CE) n° 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (Bruselas I); el Reglamento (CE) n° 1347/2000 relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental sobre los hijos comunes —de efímera aplicación—; el Reglamento (CE) nº 1348/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000, relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil y el Reglamento (CE) n° 1206/2001 del Consejo, de 28 de mayo de 2001, relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil o mercantil.

			 Posteriormente comienzan a ser aprobados los procedimientos liberados de exequatur —reconocimiento automático salvo oposición— en la circulación de sus resoluciones siendo los más tempranos ejemplos el Reglamento (CE) n° 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) n° 1347/2000 y posteriormente, Reglamento (CE) n° 805/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, por el que se establece un título ejecutivo europeo para créditos no impugnados, así como el Reglamento (CE) nº 4/2009 del Consejo, de 18 de diciembre de 2008 , relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones y la cooperación en materia de obligaciones de alimentos, primero que aborda el dominio de la ley aplicable, aun con el apoyo del Protocolo de 23 de noviembre de 2007, al Convenio de igual fecha, sobre ley aplicable a las obligaciones de alimentos.

			Los Reglamentos de ámbito procesal, llamados de segunda generación, obtuvieron asimismo la supresión del exequatur. En el caso de Bruselas I tras su reforma por Reglamento (UE) nº 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (Bruselas I bis), que constituye el centro del Derecho procesal europeo.

			Y asimismo el citado Reglamento (CE) nº 805/2004, de 21 de abril de 2004, por el que se establece un título ejecutivo europeo para créditos no impugnado.

			Deben añadirse el Reglamento (CE) nº 1896/2006, de 12 de diciembre de 2006, por el que se establece un proceso monitorio europeo presenta una concreta aplicación del efecto ejecutivo de los títulos a los que se refiere (resoluciones judiciales y extrajudiciales: documentos notariales y transacciones) y el Reglamento (texto consolidado) (CE) nº 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de julio de 2007 por el que se establece un proceso europeo de escasa cuantía.

			Asimismo, en cuanto a medidas ejecutivas provisionales, se aprueba el Reglamento (UE) nº 655/2014, de 15 de mayo de 2014, por el que se establece el procedimiento relativo a la orden europea de retención de cuentas a fin de simplificar el cobro transfronterizo de deudas en materia civil y mercantil, así como su Reglamento de Ejecución (UE) nº 2016/1823, de 10 de octubre de 2016, por el que se establecen los formularios.

			En el ámbito del Derecho de familia en la actualidad cabe citar el Reglamento (UE) 2019/1111 del Consejo, de 25 de junio de 2019, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia matrimonial y de responsabilidad parental, y sobre la sustracción internacional de menores (versión refundida) que deroga el Reglamento 2201/2003 Bruselas II bis además del aun no actualizado y ya citado Reglamento (CE) nº 4/ 2009, sobre alimentos.

			Presentan asimismo supresión de exequatur los Reglamentos Sucesiones y Parejas: Reglamento (UE) nº 650/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 2012, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones, a la aceptación y la ejecución de los documentos públicos en materia de sucesiones mortis causa y a la creación de un certificado sucesorio europeo y Reglamentos (UE) 2016/1103 del Consejo, de 24 de junio de 2016, por el que se establece una cooperación reforzada en el ámbito de la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia de regímenes económicos matrimoniales y (UE) 2016/1104 del Consejo, de 24 de junio de 2016, por el que se establece una cooperación reforzada en el ámbito de la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia de efectos patrimoniales de las uniones registradas.

			En la actualidad se negocia el futuro Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las medidas y la cooperación en materia de protección de los adultos, basado, no sin critica, en el Convenio de La Haya de 13 de enero de 2000, sobre protección internacional de adultos, sobre el cual de forma simultánea se adoptó una propuesta de decisión del Consejo por la que se autoriza a determinados Estados miembros a convertirse en parte o seguir siéndolo, en interés de la Unión Europea.19

			2.	Evolución

			A.	El fallido Convenio relativo a la notificación o traslado de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil y mercantil, de 26 de mayo de 1997

			Más adelante, en el Capítulo VIII, será objeto de estudio pormenorizado el Convenio aprobado en el seno de la Conferencia de La Haya de 15 de noviembre de 1965 sobre notificación o traslado em el extranjero de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o comercial. (www.hcch.net).

			Su art. 1 establece que se aplica, en materia civil o comercial, a todos los casos en que un documento judicial o extrajudicial deba ser remitido al extranjero para su notificación o traslado. Al tiempo que el Convenio no se aplicará cuando la dirección del destinatario del documento sea desconocida. 

			Con base en el trabajo técnico del Convenio de La Haya, el 26 de junio de 1997 los Estados miembros entonces celebraron en base al art. k.3 del Tratado de Maastricht de 7 febrero de 1992, un Convenio relativo a la notificación o traslado de documentos judiciales y extrajudiciales en material civil o mercantil. 

			A decir de su informe explicativo20 el Convenio fue el único aplicable entre los Estados miembros de la Unión, sin perjuicio de los acuerdos existentes o que puedan celebrarse entre dos o más Estados miembros y que permita entre ellos la cooperación más estrecha a que se refiere el artículo K.7 del Tratado de la Unión Europea.

			El Convenio se basó directamente, como se ha indicado, en el Convenio de La Haya de 1965, del que adopta soluciones, pero también innova.

			Por ejemplo, en el establecimiento de relaciones directas entre autoridades responsables de su transmisión y las encargadas de proceder a su notificación o traslado; algunos medios prácticos para facilitar las tareas de enlace como un formulario completo y de uso simplificado, así como anuarios de los organismos receptores designados por los Estados.

			Y especialmente abordó el tema siempre delicado siempre en Europa de la traducción de los documentos.

			Creó, además, un Comité ejecutivo encargado de velar por el buen funcionamiento del Convenio, elaborar y actualizar un manual relativo a los organismos receptores y un léxico de términos jurídicos útiles, así como de formular propuestas para mejorar la aplicación de las disposiciones del Convenio o modificar su contenido. 

			Se añadió un Protocolo relativo a la interpretación del Convenio por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, que se ha elaborado tomando como modelo el Protocolo de 3 de junio de 1971 relativo a la interpretación por el Tribunal de Justicia del Convenio de Bruselas de 27 de septiembre de 1968.

			El artículo 20 del Convenio de Bruselas y el artículo IV del Protocolo anejo al mismo trataban ya la cuestión de la notificación y traslado de los documentos judiciales.

			El Convenio no obtuvo el éxito esperado y no llegó a entrar en vigor, pero su contenido material quedó ampliamente recogido en el primer Reglamento, como seguidamente se verá.

			Se entendió que la eficacia y la rapidez de los procedimientos judiciales en el ámbito civil y mercantil, requieren que la transmisión de los documentos judiciales y extrajudiciales se efectúe directamente y por medios rápidos entre los organismos locales designados por los Estados miembros, pero se facilitó que los Estados miembros pueden manifestar su intención de designar únicamente un organismo transmisor o un organismo receptor, o un organismo encargado de ambas funciones, por un período de cinco años, designación que, no obstante, podrá renovarse cada cinco años.

			Temporalidad recogida en el Reglamento y hoy también en el actual Reglamento (UE) 2020/1784.

			B.	El Reglamento (CE) nº 1348/2000, relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil y mercantil

			a)	Albores de la cooperación judicial civil

			Hubo que esperar al Tratado de Ámsterdam y la introducción en el marco europeo de los artículos 61 y 67 para que las notificaciones y obtención de pruebas entre los Estados miembros tomaran carta de naturaleza. El Reglamento se situó concretamente en el ámbito del artículo 65 del Tratado de Ámsterdam. 

			En efecto, como sabemos, entre los primeros instrumentos del ámbito de la justicia civil, se encontró el Reglamento (CE) nº 1348/2000 del Consejo de 29 de mayo de 2000 relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil. en conjunto con el Reglamento (CE) n° 1206/2001 del Consejo, de 28 de mayo de 2001, relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil o mercantil.

			Ambos Reglamentos se aprobaron con base al Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en particular, la letra c) de su artículo 61 y el apartado 1 de su artículo 67, y en el caso del Reglamento (CE) nº 1348/2000, sobre la base del Convenio de 1997, cuyas soluciones materiales, la mayoría con fundamento en el Convenio de La Haya de 1965, quedaron ampliamente recogidas en el Reglamento. 

			Por la novedad que la comunitarización de las soluciones convencionales supuso, el Reglamento introduce una norma de prevalencia sobre las disposiciones contenidas en acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que tengan el mismo ámbito de aplicación celebrados por los Estados miembros, en particular, el Protocolo anejo al Convenio de Bruselas de 27 de septiembre de 1968 y el Convenio de La Haya de 15 de noviembre de 1965, en las relaciones entre los Estados miembros que sean partes en ellos.

			No se opone, incluso fomenta, al mantenimiento o a la celebración por los Estados miembros de acuerdos que sean compatibles con sus disposiciones, dirigidos a acelerar o simplificar la transmisión de los documentos.

			El Reglamento presentó una estructura de veinticinco artículos, dieciocho considerandos y un anexo21. 

			El R. (CE) nº 1348/2000 supuso un paso muy importante en la creación de un espacio europeo de Justicia, al flexibilizar las transmisiones al limitar la anterior práctica basada en la autoridad central, permitiendo la transmisión entre organismos designados por cada Estado e iniciar el uso de formularios y certificaciones.

			Las mejoras posteriores se refieren a un más rápido y eficaz funcionamiento y singularmente en 2020 a la reforma tecnológica.

			Seguidamente veremos sus características esenciales según expresa su articulado:

			b)	Ámbito

			Desde la perspectiva territorial, se aplicó en la totalidad de los Estados miembros. Dinamarca se incorporó en virtud de la Decisión del Consejo de 27 de abril de 2006 relativa a la celebración de un Acuerdo entre la CE y el Reino de Dinamarca22.

			Se aplica en materia civil y mercantil, sin precisar que sea, solo en sus disposiciones finales excluye de la exención de preclusión las resoluciones relativas al estado o condición de las personas, como las posteriores versiones. La jurisprudencia del Tribunal de Justicia, como se verá en el siguiente Capítulo, ha ido precisando su delimitación negativa. 

			Asimismo, no se precisa qué documentos se transmiten, en el ámbito judicial y extrajudicial, si bien los extrajudiciales, deberían proceder necesariamente de autoridad administrativa o notarial, aspecto que como se verá en el capítulo siguiente fue suprimida para el R. de 2020 por influencia de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia.

			c)	Características principales

			Entre las características del Reglamento, tomadas del Convenio de La Haya de 1965, destaca la inaplicación de la norma cuando no se conozca el domicilio de recepción (art. 1): No se aplicará cuando el domicilio de la persona a la que haya de notificarse o trasladarse el documento sea desconocido. Así es también en el Reglamento de 2007. Hay que esperar a 2020, para su flexibilización.

			La designación por los Estados miembros de los Organismos transmisores y receptores (art. 2) que podrá ser plural o el mismo en ambas funciones, con una previsión para los Estados federales, los Estados en los que rijan varios ordenamientos jurídicos y los Estados que cuenten con entidades territoriales autónomas que tendrán la facultad de designar más de uno de los organismos mencionados. 

			La temporalidad de las designaciones tendría efecto durante un período de cinco años y podrá renovarse cada cinco años.

			Se señala la Información que debería facilitarse y actualizarse a la Comisión, junto con los medios de recepción de documentos a su disposición, reglade funcionamiento, que se mantiene en las siguientes modificaciones de la norma, como en el conjunto normativo de la Justicia Civil.

			Esencial en el diseño, también tomado del Convenio de La Haya de 1965, es la obligatoriedad de designar una Entidad central (o varias en estados con pluralidad de entidades territoriales autónomas) encargada facilitar información a los organismos transmisores: buscar soluciones a cualquier dificultad que suscite la transmisión de documentos a efectos de notificación o traslado; cursar, en casos excepcionales y a petición de un organismo transmisor, una solicitud de notificación o traslado al organismo receptor competente.

			El Reglamento 1348/2000 como el R. 2020/1784 ya dividía su ámbito de aplicación en torno a los documentos judiciales y extrajudiciales (Capítulo II y III).

			Respecto de los primeros se prevé (art. 4) su transmisión directamente y lo antes posible entre los organismos competentes ; que podrá realizarse por cualquier medio adecuado siempre que el contenido del documento recibido sea fiel y conforme al del documento expedido y que todas las indicaciones que contenga sean legibles sin dificultad y que el documento que deba transmitirse irá acompañado de una solicitud formulada en el formulario normalizado que figura en el anexo, cumplimentado en la lengua o una de las lenguas oficiales del Estado miembro requerido, o en otra lengua que el Estado miembro requerido haya indicado que puede aceptar. Cada Estado miembro deberá indicar la lengua o las lenguas oficiales de la Unión Europea distintas de la suya o de las suyas en que aceptará que se complete dicho formulario.

			Todos los documentos transmitidos estarán exentos de legalización o de cualquier trámite equivalente.

			Como en su versión posterior, cuando el organismo transmisor desee que se le devuelva una copia del documento acompañado del certificado citado en el artículo 10, deberá enviar el documento por duplicado.

			Respecto de la traducción de documentos, tema siempre esencial: El organismo transmisor al que el requirente expida el documento a efectos de transmisión comunicará al requirente que el destinatario puede negarse a aceptar el documento por no estar en una de las lenguas previstas en la norma. El requirente asumirá los posibles gastos de traducción previa a la transmisión del documento, sin perjuicio de una posible decisión posterior, en su caso, del tribunal o autoridad competentes sobre la responsabilidad de dichos gastos.

			Las lenguas que puedan utilizarse para rellenar el formulario normalizado figuran en el anexo del Reglamento.

			El artículo 8 preveía respecto de la negativa a aceptar el documento, que el organismo receptor informará al destinatario de que puede negarse a aceptar el documento que deba notificarse o trasladarse si está redactado en una lengua distinta de las previstas. 

			a) la lengua oficial del Estado miembro requerido, o la lengua oficial o una de las lenguas oficiales del lugar en el que deba efectuarse la notificación o el traslado si existen varias lenguas oficiales en dicho Estado miembro o b) una lengua del Estado miembro de transmisión que el destinatario entienda.

			El organismo receptor deberá ante la negativa del destinatario a aceptar el documento informar inmediatamente de ello al organismo transmisor por medio del certificado previsto y le devolverá la solicitud y los documentos cuya traducción se requiere.

			La recepción de los documentos por un organismo receptor, art. 6, debía ser reportada mediante la remisión al organismo transmisor de un acuse de recibo por el medio más rápido, lo antes posible y, en cualquier caso, en un plazo de siete días, utilizando el formulario normalizado que figura en el anexo.

			Si no se pudiera dar curso a la solicitud de notificación o traslado debido a deficiencias de la información o de los documentos transmitidos, el organismo receptor se pondrá en contacto, por el medio más rápido posible, con el organismo transmisor con el fin de obtener la información o los documentos que falten.

			Se preveía el tratamiento de solicitudes o traslado de imposible cumplimiento:

			Bien porque estuviera manifiestamente fuera del ámbito de aplicación del Reglamento, o porque el incumplimiento de las condiciones formales exigidas hiciera imposible la notificación o el traslado.

			 En tal caso se preveía la devolución al organismo transmisor la solicitud y los documentos transmitidos en cuanto se reciban, junto con la comunicación de devolución por medio del formulario normalizado que figura en el anexo.

			Por otra parte, un organismo receptor que reciba un documento para cuya notificación o traslado carezca de competencia territorial deberá expedirlo, junto con la solicitud, al organismo receptor territorialmente competente del mismo Estado miembro si la solicitud reúne las condiciones establecidas en el apartado 3 del artículo 4, e informará de ello al organismo transmisor utilizando el formulario normalizado que figura en el anexo. 

			El organismo receptor territorialmente competente informará al organismo transmisor cuando reciba el documento, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1.

			A la notificación o traslado de los documentos, se dedicaba el art. 7, que establecía que el organismo receptor procederá a efectuar o a que se efectúe la notificación o traslado del documento, bien de conformidad con el Derecho interno del Estado miembro requerido o bien según la forma particular solicitada por el organismo transmisor, siempre que ésta no sea incompatible con el Derecho interno de ese Estado miembro.

			Y todas las diligencias necesarias para la notificación o el traslado se realizarán en el más breve plazo posible. En cualquier caso, si no hubiera sido posible proceder a efectuar la notificación o traslado dentro de un plazo de un mes contado a partir de la recepción, el organismo receptor lo comunicará al organismo transmisor por medio del certificado incluido en el formulario normalizado que figura en el anexo, que se cumplimentará según las reglas contempladas en el apartado 2 del artículo 10. El plazo se computará de conformidad con el Derecho interno del Estado miembro requerido.

			La Fecha de notificación o traslado (art. 9).

			La fecha de notificación o traslado de un documento, salvo cuando deba notificarse en un plazo determinado, realizados en aplicación del artículo 7, será la fecha en que éste haya sido notificado o trasladado de conformidad con las normas de Derecho interno aplicables en el Estado miembro requerido, sin perjuicio del artículo 8.

			El Certificado y copia del documento notificado o trasladado, se preveía en el art. 10.

			1.Una vez cumplidos los trámites de notificación o traslado del documento, se expedirá un certificado relativo al cumplimiento de dichos trámites por medio del formulario normalizado que figura en el anexo y se remitirá al organismo transmisor, junto con una copia del documento notificado o trasladado en caso de que sea de aplicación el apartado 5 del artículo 4.

			2.El certificado se cumplimentará en la lengua oficial o en una de las lenguas oficiales del Estado miembro de origen o en otra lengua que el Estado miembro de origen haya indicado que puede aceptar. Los Estados miembros deberán indicar la lengua o lenguas oficiales de la Unión Europea distintas de la suya o de las suyas en que aceptarán que se cumplimente dicho formulario.

			Artículo 11, se refería a los gastos de notificación o traslado.

			1.La notificación o traslado de documentos judiciales procedentes de otro Estado miembro no darán lugar al abono o reembolso de tasas o costas por los servicios prestados por el Estado miembro requerido.

			2.El requirente abonará o reembolsará los gastos ocasionados por:

			a)la intervención de un funcionario judicial o de una persona competente conforme a la legislación del Estado miembro requerido;

			b)la utilización de un método especial de notificación o traslado.

			Como el Convenio de La Haya de 1965 y el comunitario de 1997 el Reglamento al igual que sus versiones posteriores preveía otros medios de transmisión, notificación o traslado de documentos judiciales.

			Estos se efectúan a través de funcionario diplomático o consular; por correo o de forma directa.

			Los artículos 12 y 13 distingue, como las posteriores versiones, entre el uso de la vía consular o diplomática y la notificación o traslado por medio de agentes diplomáticos o consulares.

			En el primer caso, cada Estado miembro tendrá la facultad, en circunstancias excepcionales, de utilizar la vía consular o diplomática para enviar documentos judiciales, con fines de notificación o traslado, a los organismos de otro Estado miembro designados conforme a los artículos 2 o 3.

			En el segundo, cada Estado miembro tendrá la facultad de realizar directamente, por medio de sus agentes diplomáticos o consulares, sin coacción alguna, las notificaciones o traslados de documentos judiciales a las personas que residan en otro Estado miembro.

			Todo Estado miembro podrá comunicar, de conformidad con el apartado 1 del artículo 2 3, que se opone a la notificación o traslado de documentos dentro de su territorio, a menos que los documentos vayan a notificarse o trasladarse a nacionales del Estado miembro de origen.

			El uso del correo para la notificación o traslado se preveía en el artículo 14.

			1.Cada Estado miembro tendrá la facultad de efectuar la notificación o traslado de documentos judiciales directamente por correo a las personas que residan en otro Estado miembro.

			2.Todo Estado miembro podrá especificar, de conformidad con el apartado 1 del artículo 23, las condiciones en las que aceptará la notificación o el traslado por correo de documentos judiciales.

			Mientras el artículo 15 se refería a la solicitud directa de notificación o traslado:

			El Reglamento no afectaría a la libertad de cualquier persona interesada en un proceso judicial para efectuar la notificación o traslado de documentos judiciales directamente por medio de los agentes judiciales, funcionarios u otras personas competentes del Estado miembro requerido.

			Pudiendo oponerse el Estado miembro a esta posibilidad (art. 15.1).

			 Todo Estado miembro podrá comunicar, de conformidad con el apartado 1 del artículo 2 3, que se opone a la notificación o traslado de documentos judiciales en su territorio que se efectúen en aplicación de lo dispuesto en el apartado 1.

			d)	Disposiciones complementarias

			El Capítulo III se dedicaba a los documentos extrajudiciales con la parquedad tradicional.

			Los documentos extrajudiciales podrán transmitirse a efectos de notificación o traslado en otro Estado miembro de acuerdo con las disposiciones del presente Reglamento.

			En el Capítulo IV, dedicado a las disposiciones complementarias, se prevén las normas de desarrollo, aprobadas con arreglo al procedimiento consultivo.

			a)elaborar y actualizar anualmente un manual con la información facilitada por los Estados miembros con arreglo al apartado 4 del artículo 2;

			b)elaborar, en las lenguas oficiales de la Unión Europea, un léxico de los documentos que podrán trasladarse y notificarse en virtud de] presente Reglamento;

			c)actualizar o introducir modificaciones técnicas en el formulario normalizado que figura en el anexo.

			Y se prevé el correspondiente Comité que asistirá a la Comisión, conforme a la normativa entonces vigente.

			e)	Incomparecencia del demandado

			También como en posteriores versiones se aborda la incomparecencia del demandado. (artículo 1923) en términos esencialmente idénticos al actual art. 22.

			Esta materia es clave en la protección del acceso a la Justicia.

			f)	Relación con Convenios internacionales 

			El artículo 20 se refiere a la relación con los acuerdos o arreglos en los que sean Partes los Estados miembros, estableciendo la prevalencia del Reglamento sobre las disposiciones de los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales celebrados por los Estados miembros, en particular el Convenio de La Haya de 15 de noviembre de 1965, si bien aún se citaba el IV del Protocolo anejo al Convenio de Bruselas de 1968.

			Asistencia judicial, que no afectará a los Convenios de La Haya, se preveía en el art. 21, en términos similares al actual art. 30, si bien ya no se hace referencia a la Old Convention de 17 de julio de 1905, relativa al procedimiento civil.

			En un marco muy anterior a los actuales Reglamentos (UE) 2016/679 y (EU) 2018/1725, sobre la protección del R. de 2000, se refería en su art. 22 a la protección de la información transmitida, especialmente en relación a datos personales, a la garantía de confidencialidad por el organismo receptor que usara sólo para los fines para los que se transmitió.

			Se mencionaba los derechos que las personas afectadas puedan tener, de acuerdo con la legislación nacional pertinente, a ser informadas sobre el uso de la información transmitida en el marco del presente Reglamento, sin prejuzgar la aplicación de las Directivas 95/46/CE y 97/66/CE.

			Las Comunicación y publicación oficial de la Comisión de la información facilitada por los Estados miembros, se mencionaban en el art. 23.

			El art. 24 se refería a la revisión (a más tardar el 1 de junio de 2004) y posteriormente, cada cinco años, la Comisión presentará al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social un informe relativo a la aplicación del presente Reglamento, velando, en particular, por la eficacia de los organismos designados de conformidad con el artículo 2, así como por la aplicación práctica de la letra c) del artículo 3 y del artículo 9. Este informe se acompañará, cuando así proceda, de propuestas dirigidas a adaptar el presente Reglamento a la evolución de los sistemas de notificación.

			Finalmente se estableció su entrada en aplicación el 31 de mayo de 2001, según dispuso el art. 25.

			C.	El Reglamento (CE) nº 1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de noviembre de 2007, relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil 

			a)	Origen del Reglamento

			El Reglamento (CE) nº 1348/2000 del Consejo fue derogado por el Reglamento (CE) nº 1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de noviembre de 2007, relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil (notificación y traslado de documentos). 

			El 1 de octubre de 2004 la Comisión había adoptado un informe sobre la aplicación del Reglamento (CE) nº 1348/2000 (según preveía el art.24 del mismo) El informe concluye que su aplicación en general ha mejorado y acelerado la transmisión, notificación y traslado de documentos entre Estados miembros, desde su entrada en vigor en 2001, pero que, sin embargo, la aplicación de ciertas disposiciones no era completamente satisfactoria, muy especialmente en relación a los plazos y mecanismos de negativa a aceptar la notificación, así como una ampliación y mejora del mecanismo de los anexos normalizados.

			El Reglamento (CE) nº 1393/2007 ha estado en vigor desde 2008 hasta 2022, cuando entro en aplicación, en su gran parte, el Reglamento (UE) 2020/1784.

			Como singularidad este Reglamento (CE) nº 1393/2007, no vino acompañado de una modificación —que no derogación de la versión anterior— del Reglamento (CE) nº 1206/2001 del Consejo, de 28 de mayo de 2001, relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil o mercantil.

			El Reglamento (CE) nº 1393/2007 fue derogado por el Reglamento (UE) 1783/2020, estando por tanto en vigor o aplicación desde 2001 hasta 2022 —a salvo la aplicación tecnológica en 2025— ahora parcialmente reformulada por el R. (UE) 2023/2844. 

			Las principales características del Reglamento (CE) nº 1393/2007 antecedente del actual y por tanto su punto de partida se refieren a los siguientes elementos:

			b)	Ámbito

			 Siguiendo la sistemática de los Reglamentos (CE) 44/2001 y (CE) 805/2004 se realiza una exclusión objetiva de la materia civil o mercantil.

			Así se indica, que no se aplicará, en particular, a los asuntos fiscales, aduaneros o administrativos, o a la responsabilidad del Estado por acciones u omisiones en el ejercicio de su autoridad («acta iure imperii»).

			Se mantiene su inaplicación, que solo cambiara en la versión del 2020, cuando el domicilio de la persona a la que haya de notificarse o trasladarse el documento sea desconocido.

			Se puntualiza que se entenderá por «Estado miembro» cualquier Estado miembro con excepción de Dinamarca, que posteriormente mediante Acuerdo con la Unión Europea participará en su aplicación.

			También en su día Reino Unido además de Irlanda que realizaron opt-in.

			c)	Organismos receptores y Autoridad central

			Se mantuvieron los arts. 2 y 3 en relación con organismos transmisores y receptores y autoridad central, así como las comunicaciones a la Comisión por parte de los estados miembros. 

			Asimismo, se mantuvo la estructura del Reglamento de 2000, dedicando el Capítulo II a los documentos judiciales y el Capítulo III a los extrajudiciales e inalterados los arts. 4 y 5 en relación a la transmisión de documentos y la traducción.

			Sin embargo, los arts. 6 y ss. relativos a la Recepción de los documentos por un organismo receptor, sufre modificaciones dirigidas a mejorar la certeza del proceso, asimismo se establecen formularios de uso obligatorio.

			1. Una vez recibido el documento, el organismo receptor remitirá al organismo transmisor, un acuse de recibo por el medio más rápido posible, cuanto antes y, en cualquier caso, en un plazo de siete días, utilizando el formulario normalizado que figura en el anexo I.

			2. Si no se pudiera dar curso a la solicitud de notificación o traslado debido a deficiencias de la información o de los documentos transmitidos, el organismo receptor se pondrá en contacto, por el medio más rápido posible, con el organismo transmisor con el fin de obtener la información o los documentos que falten.

			3. Si la solicitud de notificación o traslado estuviera manifiestamente fuera del ámbito de aplicación del presente Reglamento, o si el incumplimiento de las condiciones formales exigidas hiciera imposible la notificación o el traslado, se devolverán al organismo transmisor la solicitud y los documentos transmitidos en cuanto se reciban, junto con la comunicación de devolución por medio del formulario normalizado que figura en el anexo I.

			4. Un organismo receptor que reciba un documento para cuya notificación o traslado carezca de competencia territorial deberá expedirlo, junto con la solicitud, al organismo receptor territorialmente competente del mismo Estado miembro si la solicitud reúne las condiciones establecidas en el artículo 4, apartado 3, e informará de ello al organismo transmisor utilizando el formulario normalizado que figura en el anexo I. El organismo receptor territorialmente competente informará al organismo transmisor cuando reciba el documento, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1.

			d)	La notificación o traslado de los documentos

			 Esta se efectúa, bien de conformidad con el Derecho interno del Estado miembro requerido o bien según la forma particular solicitada por el organismo transmisor, siempre que esta no sea incompatible con el Derecho interno de ese Estado miembro.

			En cuanto a la negativa a aceptar un documento, el organismo receptor informará al destinatario, mediante el formulario normalizado que figura en el anexo II, de que puede negarse a aceptar el documento que deba notificarse o trasladarse, bien en el momento de la notificación o traslado, o bien devolviendo el documento al organismo receptor en el plazo de una semana, si no está redactado en una de las lenguas siguientes o no va acompañado de una traducción a dichas lenguas —que en 2020 se amplían—: una lengua que el destinatario entienda, o bien la lengua oficial del Estado miembro requerido, o la lengua oficial o una de la lenguas oficiales del lugar en el que deba efectuarse la notificación o el traslado si existen varias lenguas oficiales en dicho Estado miembro.

			 Si el destinatario se hubiere negado a aceptar el documento podrá subsanarse la notificación o traslado del documento mediante la notificación o traslado al destinatario del documento acompañado de una traducción en una lengua prevista en el apartado 1, de conformidad con lo dispuesto en el presente Reglamento. En este caso, la fecha de notificación o traslado del documento será la fecha en que el documento acompañado de la traducción haya sido notificado o trasladado de conformidad con el Derecho interno del Estado miembro requerido. No obstante, cuando, de acuerdo con el Derecho interno de un Estado miembro, un documento deba notificarse o trasladarse dentro de un plazo determinado, la fecha a tener en cuenta respecto del requirente será la fecha de la notificación o traslado del documento inicial, determinada con arreglo al artículo 9, apartado 2.

			5. A efectos del apartado 1, los agentes diplomáticos o consulares, cuando se efectúe la notificación o traslado con arreglo al artículo 13, o la autoridad o la persona, cuando se efectúe con arreglo al artículo 14, informarán al destinatario de que puede negarse a aceptar el documento y que cualquier documento rechazado debe enviarse a esas agentes o a esa autoridad o persona, respectivamente.

			 1. La fecha de notificación o traslado de un documento (art. 9) , realizados en aplicación del artículo 7, será la fecha en que este haya sido notificado o trasladado de conformidad con el Derecho interno del Estado miembro requerido, sin perjuicio del artículo 8.

			 2. No obstante, cuando, de conformidad con el Derecho interno de un Estado miembro, deba notificarse o trasladarse un documento dentro de un plazo determinado, la fecha que deberá tenerse en cuenta respecto del requirente será la establecida por el Derecho interno de ese Estado miembro.

			3. Los apartados 1 y 2 también se aplicarán a los medios de la transmisión y notificación o traslado de documentos judiciales a que se refiere la sección 2.

			En el art. 10 se prevé la expedición de certificado y copia del documento notificado o trasladado (art. 10) en formulario normalizado que se remitirá al transmisor en. El certificado se cumplimentará en la lengua oficial o en una de las lenguas oficiales del Estado miembro de origen o en otra lengua que el Estado miembro de origen haya indicado que puede aceptar. Los Estados miembros deberán indicar la lengua o lenguas oficiales de las instituciones de la Unión Europea distintas de la suya o de las suyas en que aceptarán que se cumplimente dicho formulario.

			Los gastos de notificación o traslado no darán lugar al abono o reembolso de tasas o costas por los servicios prestados por el Estado miembro requerido. Sin embargo, el requirente abonará o reembolsará los gastos ocasionados por la intervención de un funcionario judicial o de una persona competente conforme a la legislación del Estado miembro requerido o la utilización de un método especial de notificación o traslado. Se establecerán una tasa fija única por los gastos ocasionados por la intervención de un funcionario judicial o de una persona competente conforme al Derecho interno del Estado miembro requerido corresponderán a una tasa fija única.

			Se establecida por adelantado por ese Estado miembro que respete los principios de proporcionalidad y no discriminación. Los Estados miembros comunicarán dicha tasa fija a la Comisión.

			e)	Otros medios de transmisión

			Se prevén otros medios de transmisión, notificación o traslado de documentos judiciales.

			El artículo 12, se refiere a la transmisión por vía consular o diplomática.

			Cada Estado miembro tendrá la facultad, en circunstancias excepcionales, de utilizar la vía consular o diplomática para enviar documentos judiciales, con fines de notificación o traslado, a los organismos de otro Estado miembro designados con arreglo a los artículos 2 o 3 (receptores o a los organismos centrales). Asimismo, prevé (art. 13) la notificación o traslado de documentos por medio de agentes diplomáticos o consulares. 

			1. Cada Estado miembro tendrá la facultad de realizar directamente, por medio de sus agentes diplomáticos o consulares, sin coacción alguna, las notificaciones o traslados de documentos judiciales a las personas que residan en otro Estado miembro.

			2. Todo Estado miembro podrá comunicar, de conformidad con el artículo 23, apartado 1, que se opone a tal notificación o traslado en su territorio, a menos que los documentos vayan a notificarse o trasladarse a nacionales del Estado miembro de origen.

			El artículo 14, abordaba la notificación o traslado por correo.

			Cada Estado miembro tendrá la facultad de efectuar la notificación o traslado de documentos judiciales directamente por correo a las personas que residan en otro Estado miembro mediante carta certificada con acuse de recibo o equivalente.

			Finalmente, el artículo 15 se refería a la solicitud directa de notificación o traslado, al señalar que cualquier persona interesada en un proceso judicial podrá efectuar la notificación o traslado de documentos judiciales directamente por medio de los agentes judiciales, funcionarios u otras personas competentes del Estado miembro requerido, cuando tal notificación o traslado directos estén permitidos conforme al Derecho interno de ese Estado miembro.

			El Capítulo III se dedicó a los documentos extrajudiciales, con un artículo 16, sobre transmisión: los documentos extrajudiciales podrán transmitirse a efectos de notificación o traslado en otro Estado miembro de acuerdo con las disposiciones del presente Reglamento.

			El Capítulo IV, dedicado a las Disposiciones Finales, art. 17 a 22, se dedican a las disposiciones de aplicación por la Comisión, adaptadas aun a la Decisión 1999/468/CE. 

			El artículo 19 lo hace a la incomparecencia del demandado. 

			La incomparecencia del demandado en cuanto es un aspecto ligado al derecho de defensa, es cuidadosamente analizado en todos los instrumentos referidos a las notificaciones. 

			f)	Incomparecencia del demandado

			Se refiere a este esencial tema, ligado como sabemos directamente al derecho de defensa, el art. 19 establece detalladamente la incomparecencia del demandado en la recepción de la demanda o documento equivalente en base24.

			g)	Relaciones con Convenios internacionales

			Como se indicó, los instrumentos sobre notificaciones potencian las relaciones internacionales de los Estados miembros con terceros Estados dirigidos a la notificación en el proceso sobre la base de la prevalencia del reglamento y de la garantía de compatibilidad.

			Así es entendido el en art. 20 relativo a la relación con los acuerdos o arreglos en los que sean Partes los Estados miembros.

			1. Por lo que se refiere a la materia de su ámbito de aplicación, el presente Reglamento prevalecerá sobre las disposiciones de los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales celebrados por los Estados miembros, en particular el artículo IV del Protocolo anejo al Convenio de Bruselas de 1968 y el Convenio de La Haya de 15 de noviembre de 1965.

			2. El presente Reglamento no se opone a que algunos Estados miembros mantengan o celebren acuerdos o arreglos dirigidos a acelerar o simplificar en mayor medida la transmisión de documentos, siempre que sean compatibles con las disposiciones del presente Reglamento.

			3. Los Estados miembros transmitirán a la Comisión:

			Una copia de los acuerdos o arreglos celebrados entre los Estados miembros, indicados en el apartado 2, así como los proyectos de tales acuerdos o arreglos que se propongan celebrar, y toda denuncia o modificación de tales acuerdos o arreglos.

			h)	Asistencia jurídica gratuita y protección de datos personales

			Señala el art. 21 que el Reglamento no afectará a la aplicación, en las relaciones entre los Estados miembros Partes en dichos Convenios, del artículo 23 del Convenio, de 17 de julio de 1905, relativo al procedimiento civil, del artículo 24 del Convenio, de 1 de marzo de 19 5 4, relativo al procedimiento civil, ni del artículo 13 del Convenio, de 25 de octubre de 19 80, tendente a facilitar el acceso internacional a la justicia25.

			El R. (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos) es obviamente posterior al Reglamento que se comenta, de 2007. En consecuencia, su art. 22 se refiere a la Protección de la información transmitida, tuitiva e la confidencialidad y protección de datos personales26.

			Los arts. 23, 24, 25 y 26 se dedican a la comunicación y publicación; revisión —cada cinco años— derogación del Reglamento (CE) nº 1348/2000—; y entrada en vigor.

			Se analizará en el siguiente capítulo, relativo al R. (UE) 2020/1784, la jurisprudencia principal, incorporada en general al R. consolidado de 2020, aunque viene referida a la versión del R. de 2007.

			3.	El salto tecnológico

			La legislatura 2019-2024, como se verá con más detalle en el capítulo Vi, sentó las bases de la digitalización de Justicia, acelerando los procesos en la pandemia global de 2020.

			Hasta hoy podemos destacar los siguientes hitos: el Reglamento (UE) 2020/1784 y su Reglamento de ejecución; el R. E-Codex y el paquete sobre digitalización de la Justicia (R (UE) 2023/2844 y D. (UE) 2023/2843).

			A.	Reglamento (UE) 2020/1784, de 29 de noviembre, del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la notificación y traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil

			Tras casi tres años de negociación, incluida la pandemia que precipitó su aprobación, 25 de noviembre de 2020 se adoptó una versión revisada sobre la propuesta del Reglamento (UE) 2020/1784 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la notificación y traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil («notificación y traslado de documentos») (versión refundida).

			Supuso el primer hito de la digitalización del Derecho procesal europeo, junto al Reglamento (UE) 2020/1783 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil o mercantil (obtención de pruebas) (versión refundida).

			 Ambos fueron adoptados en plena pandemia COVID- 19 y presentan en sus principales objetivos la adaptación de los mecanismos de cooperación transmisión a los avances técnicos que aporta la digitalización. 

			El análisis de ambos Reglamentos, pese a sus singularidades, está vinculado necesariamente entre sí, en cuanto obtención de pruebas y notificación, traslado de documentos forman un conjunto normativo desde los albores de la cooperación judicial civil, en el año 2000.

			El Reglamento Notificaciones fue publicado sobre la base del previo R. de 2007, que a su vez deroga el R. de 2000, que se elaboró, como sabemos, sobre la base del Convenio entre los Estados miembros de 1997 inspirado en el Convenio de La Haya de 16 de noviembre de 1965.

			Su antecedente, autentico punto de partida, es la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones — Una Estrategia para el Mercado Único Digital de Europa, que establecía como prioridad un mercado conectado para Europa.27

			Y desde otra perspectiva, se fundamenta en la regulación de la identificación electrónica R. (UE) nº 910/2014, en modificación constante.28

			Un claro objetivo del Reglamento es la adaptación de los mecanismos de cooperación a los avances tecnológicos, mediante el uso de formularios obligatorio entre órganos transmitentes y receptores transmitidos mediante sistemas digitales integrados, en continua evolución tecnológica. 

			Actualmente derogado y sustituido por el Reglamento (UE) 2020/1783, del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil o mercantil (obtención de pruebas) (versión refundida).

			Ambos Reglamentos (UE) 2020/1783 y 2020/1784, se complementan con sus respectivos Reglamentos de ejecución de la Comisión Europea.29

			B.	Go ahead

			A día de hoy cabe destacar la publicación de los instrumentos tecnológicos siguientes:

			a)Reglamento (UE) 2022/850 del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 de mayo de 2022 relativo a un sistema informatizado para el intercambio electrónico transfronterizo de datos en el ámbito de la cooperación judicial en materia civil y penal (sistema e-CODEX), y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2018/1726 (Remisión). 

			El sistema e-CODEX proporcionó un marco adecuado para el intercambio de información judicial a través de servicios seguros, el intercambio de datos se prevé en 2024 y su plena implementación en 2025. Es analizado, con más detalle en el Capítulo VI.

			b)Reglamento (UE) 2023/2844 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2023, sobre la digitalización de la cooperación judicial y del acceso a la justicia en asuntos transfronterizos civiles, mercantiles y penales, y por el que se modifican determinados actos jurídicos en el ámbito de la cooperación judicial (Remisión).

			El Reglamento (UE) 2020/1784 ha modificado en sus aspectos tecnológicos, a consecuencia de la aprobación del Reglamento sobre modernización de la Justicia, tras haber sido alcanzado un acuerdo en trílogos, realizados bajo Presidencia sueca, en julio de 2022, que permitió su publicación en Presidencia española, concretamente el 13 de diciembre. Es analizado en el Capítulo VI.

			En la actualidad ha sido aprobada la estrategia europea relativa a la justicia en red. para el periodo 2024-2028, tras haberse acelerado los objetivos fijados por la anterior para el período 2019-2023, por parte de las Instituciones: Consejo de la Unión Europea; la Comisión Europea y el Parlamento Europeo; dirigidos a acelerar el proceso de digitalización y fomentar el uso de los servicios digitales en la justicia electrónica. 

			Como resumen, en la novena legislatura 2019-2024, se han concluido varias iniciativas legislativas, como el Reglamento relativo a un sistema informatizado para el intercambio electrónico transfronterizo de datos en el ámbito de la cooperación judicial en materia civil y penal (sistema e-CODEX), el Reglamento sobre notificación y traslado de documentos y el Reglamento sobre obtención de pruebas , por los que se establece el uso del sistema informático descentralizado con puntos de acceso interoperables basados en e-CODEX para las comunicaciones pertinentes; el Reglamento sobre pruebas electrónicas30, y, en particular, el Reglamento y la Directiva sobre la digitalización de la cooperación judicial transfronteriza y del acceso a la justicia (el «paquete de digitalización»). 

			Notas:

			
				
						18.	Como la cooperación administrativa o la ejecución y más adelante aceptación, de documentos notariales.


						19.	Asimismo es objeto de negociación, la propuesta de Reglamento del Consejo relativo a la competencia, al Derecho aplicable, al reconocimiento de las resoluciones y a la aceptación de los documentos públicos en materia de filiación y a la creación de un certificado de filiación europeo. Encontrándose en agónica situación, en trílogos realmente paralizados, la propuesta de Reglamento sobre la ley aplicable a los efectos contra terceros de las cesiones de crédito.


						20.	Su informe explicativo puede verse en: https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:51997XG0827 


						21.	https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2000-81113 


						22.	(Decisión del Consejo 2006/326/CE, DO 5.5.06.).


						
23.	1. Cuando un escrito de demanda o un documento equivalente haya sido remitido a otro Estado miembro a efectos de notificación o traslado, según las disposiciones del presente Reglamento, y el demandado no comparece, se aguardará para proveer hasta que se establezca que:

a) el documento ha sido notificado o se ha dado traslado del mismo según una forma prescrita por el Derecho interno del Estado miembro requerido para la notificación o traslado de los documentos en causas internas y que están destinados a las personas que se encuentran en su territorio, o bien

b) el documento ha sido efectivamente entregado al demandado o a su residencia según otro procedimiento previsto por el presente Reglamento,

y en cualquiera de estos casos, sea notificación o traslado, sea entrega, la misma ha tenido lugar en tiempo oportuno para que el demandado haya podido defenderse.

2. Cada Estado miembro tendrá la facultad de comunicar, de conformidad con el apartado 1 del artículo 23, que sus jueces, no obstante, lo dispuesto en el apartado 1, podrán proveer a pesar de no haberse recibido comunicación alguna acreditativa, bien de la notificación o traslado, bien de la entrega, si se dan los requisitos siguientes:

a) el documento ha sido remitido según alguno de los modos previstos por el presente Reglamento;

b) ha transcurrido, desde la fecha de envío del documento, un plazo que el juez apreciará en cada caso particular y que será, al menos, de seis meses, y

c) no obstante las diligencias oportunas ante las autoridades competentes o entidades del Estado miembro requerido, no se ha podido obtener certificación alguna.

3. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 no impedirá que, en caso de urgencia, el juez ordene cualesquiera medidas provisionales o cautelares.

4. Cuando un escrito de demanda o un documento equivalente debió remitirse a otro Estado miembro a efectos de notificación o traslado según las disposiciones del presente Reglamento y se ha dictado resolución contra el demandado que no haya comparecido, el juez tendrá la facultad de eximir a dicho demandado de la preclusión resultante de la expiración de los plazos del recurso si se reúnen las condiciones siguientes:

a) el demandado, sin mediar culpa de su parte, no tuvo conocimiento en tiempo oportuno de dicho documento para defenderse o de la resolución para interponer recurso, y

b) las alegaciones del demandado aparecen provistas, en principio, de algún fundamento.

La demanda tendente a la exención de la preclusión sólo será admisible si se formula dentro de un plazo razonable a partir del momento en que el demandado tuvo conocimiento de la resolución.

Cada Estado miembro tendrá la facultad de especificar, de conformidad con el apartado 1 del artículo 23, que tal demanda no será admisible si se formula después de la expiración de un plazo de tiempo que habrá de precisar en su comunicación, siempre que dicho plazo no sea inferior a un año, que se computará desde la fecha de la resolución.

5. El apartado 4 no se aplicará a resoluciones relativas al estado o condición de las personas.



						
24.	1. cualquiera de estos casos, sea notificación o traslado, sea entrega, la misma haya tenido lugar en tiempo oportuno para que el demandado haya podido defenderse.

2. Cada Estado miembro tendrá la facultad de comunicar, de conformidad con el artículo 23, apartado 1, que sus jueces, no obstante, lo dispuesto en el apartado 1, podrán proveer a pesar de no haberse recibido comunicación alguna acreditativa, bien de la notificación o traslado, bien de la entrega, si se dan los requisitos siguientes:

a)	el documento ha sido remitido según alguno de los modos previstos por el presente Reglamento; b)	ha transcurrido, desde la fecha de envío del documento, un plazo que el juez apreciará en cada caso particular y que será, al menos, de seis meses, y c) no obstante las diligencias oportunas ante las autoridades competentes o entidades del Estado miembro requerido, no se ha podido obtener certificación alguna.

3. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 no impedirá que, en caso de urgencia, el juez ordene cualesquiera medidas provisionales o cautelares.

4. Cuando un escrito de demanda o un documento equivalente debió remitirse a otro Estado miembro a efectos de notificación o traslado según las disposiciones del presente Reglamento y se ha dictado resolución contra el demandado que no haya comparecido, el juez tendrá la facultad de eximir a dicho demandado de la preclusión resultante de la expiración de los plazos del recurso, si se reúnen las condiciones siguientes: a) el demandado, sin mediar culpa de su parte, no tuvo conocimiento en tiempo oportuno de dicho documento para defenderse o de la resolución para interponer recurso, y que b)las alegaciones del demandado aparecen provistas, en principio, de algún fundamento.

La demanda tendente a la exención de la preclusión solo será admisible si se formula dentro de un plazo razonable a partir del momento en que el demandado tuvo conocimiento de la resolución.

Cada Estado miembro tendrá la facultad de especificar, de conformidad con el artículo 23, apartado 1, que tal demanda no será admisible si se formula después de la expiración de un plazo de tiempo que habrá de precisar en su comunicación, siempre que dicho plazo no sea inferior a un año, que se computará desde la fecha de la resolución.

5. El apartado 4 no se aplicará a resoluciones relativas al estado o capacidad de las personas.



						25.	No recoge la Directiva sobre acceso a la Justicia: Directiva (CE) del Consejo del Consejo de 27 de enero de 2003, destinado a mejorar el acceso a la Justicia en los litigios transfronterizos mediante el estabelecimiento de reglas mínimas comunes relativas a justicia gratuita para dichos litigios. Los considerandos omiten explicación al respecto, dado que se sitúa en el ámbito de aplicación de la propia Directiva. 


						
26.	1. La información, y en particular los datos de carácter personal, transmitida en el marco del presente Reglamento será utilizada por el organismo receptor solo para los fines para los que se transmitió.

2. Los organismos receptores, de acuerdo con su legislación nacional, garantizarán la confidencialidad de la mencionada información.

3. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 no afectará a los derechos que las personas afectadas puedan tener, de acuerdo con la legislación nacional pertinente, a ser informados sobre el uso de la información transmitida en el marco del presente Reglamento.

4. El presente Reglamento no prejuzga la aplicación de las Directiva 95/46/CE y 2002/58/CE.



						27.	(COM (2015) 192 final. De 6.5.2015).


						
28.	Y el Reglamento (UE) no 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior y por el que se deroga la Directiva 1999/93/CE (DO L 257 de 28.8.2014, pp. 73-114).

Vid. https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex:02014R0910-20140917 para una versión documental consolidada incorporando las modificaciones sucesivas del Reglamento (UE) no 910/2014.



						29.	Reglamento de ejecución, (UE) 2022/423 de la comisión de 14 de marzo de 2022 por el que se establecen las especificaciones técnicas, las medidas y otros requisitos para la implementación del sistema informático descentralizado a que se refiere el reglamento (UE) 2020/1784.


						
30.	Las pruebas electrónicas, especialmente cuando estas últimas se encuentren en otros países. Constituyen un avance crucial en la lucha contra la delincuencia en la UE.

Vid. Reglamento (UE) 2023/1543 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de julio de 2023, sobre las órdenes europeas de producción y las órdenes europeas de conservación a efectos de prueba electrónica en procesos penales y de ejecución de penas privativas de libertad a raíz de procesos penales.



				

		

		

	
		
			Capítulo IV

			Análisis del Reglamento (UE) 2020/1784, del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la notificación y traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil («notificación y traslado de documentos») (versión refundida) y por el que se deroga el Reglamento (CE) 
nº 1348/2000 del Consejo

			1.	Introducción al Reglamento (UE) 2020/1784

			A.	Ubicación

			Tras la perspectiva previa general realizada en el capítulo anterior, se analizará ahora el Reglamento (UE) nº 2020/1784 Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2020, relativo a la notificación y traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil («notificación y traslado de documentos») (versión refundida).

			Como sabemos, el instrumento, deroga y sustituye el Reglamento (CE) nº 1393/2007 a partir del 1 de julio de 2022, en que entró en aplicación con excepción de los artículos 5, 8 y 10 que se aplicarán a partir del primer día del mes siguiente al periodo de tres años después de la entrada en vigor de los actos de ejecución a los que se refiere el art. 25 y que se analizan posteriormente, En referencia al sistema informático descentralizado como medio de comunicación obligatorio para la transmisión y recepción de solicitudes, formularios y otras comunicaciones.

			Esta entrada en vigor parcial quedará a su vez matizada por la aplicación del Reglamento (UE) 2023/2844 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2023, sobre la digitalización de la cooperación judicial y del acceso a la justicia en asuntos transfronterizos civiles, mercantiles y penales, y por el que se modifican determinados actos jurídicos en el ámbito de la cooperación judicial, que es asimismo escalonada como se analiza en el siguiente capítulo.

			En efecto, el Reglamento (UE) 2023/2844, modifica el Reglamento (UE) 2020/1784, en relación a las comunicaciones electrónicas, - con aplicación desde el primer día del mes siguiente al período de dos años a partir de la fecha de entrada en vigor de los actos de ejecución correspondientes, a que se refiere el artículo 10, apartado 3, por los que se establezca el sistema informático descentralizado para cada uno de los actos jurídicos enumerados en los anexos I o II.

			Se aplicarán a los procedimientos iniciados a partir de dicha fecha.31

			Con ello queda solapada la aplicación de los arts. 5. 8 y 10.

			Concretamente, el Reglamento (UE) 2023/2844 modifica los arts. 12, apartado 7 que sustituye su texto; art. 13, el apartado 3; nuevo artículo 19 bis.

			 En el artículo 37, se añade un apartado 3º del siguiente tenor:

			«3. El artículo 19 bis se aplicará a partir del primer día del mes siguiente al período de dos años a partir de la fecha de entrada en vigor de los actos de ejecución a que se refiere el artículo 10, apartado 3, letra a), del Reglamento (UE) 2023/2844.».

			B.	Líneas esenciales del Reglamento (UE) 2020/1784

			El Reglamento establece un marco para la cooperación judicial en consonancia con la estrategia para el mercado Único digital32: 

			a)La transmisión —a través de autoridades notificadas a la Comisión— de notificación y traslado de documentos entre los países de la Unión Europea de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil. 

			b)El establecimiento de un procedimiento rápido, seguro y estandarizado, en forma digital salvo excepciones, entre partes ubicadas en diferentes Estados miembros.

			c)El uso obligatorio de formularios.

			d)Destaca la definición de transmisión de documentos judiciales y extrajudiciales.

			Por documento judicial se entiende un documento legal emitido en el transcurso de un pleito civil o comercial (por ejemplo, una citación, una orden o una sentencia) que debe notificarse o trasladarse a una parte.

			Por documento extrajudicial se hace referencia a un documento legal notificado o trasladado pero que no forma parte del expediente, sea expedido o no por autoridad (por ejemplo, una factura o una notificación de desahucio).

			Estas notificaciones se encuentran claramente menos analizadas que las judiciales, no siendo correctamente regulados los medios de transmisión, por ejemplo notariales, en cuanto no han sido notificados a la Comisión. 

			e)La utilización preferente de medios electrónicos y La alternatividad de otros medios de comunicación.

			f)El funcionamiento a través de Autoridad Central, excepto supuestos excepcionales. 

			El Reglamento (CE) nº 1393/2007 quedó derogado y reemplazado por el Reglamento (UE) 2020/1784 con entrada en vigor, en general, el 1 de julio de 2022.

			La mejora del Reglamento (UE) 2020/1784, en relación con el texto de 2007 es notable y puede ser apreciada en varios extremos.

			El primero y fundamental es la mayor rapidez y eficiencia de la notificación y traslado electrónico, basado en el uso de nuevas tecnologías como recuerda el considerando 10 del Reglamento.

			“Deben utilizarse todos los medios adecuados de las tecnologías de comunicación modernas a efectos de notificación y traslado con el fin de garantizar la transmisión rápida de documentos entre Estados miembros, siempre que se reúnan determinadas condiciones que garanticen la integridad y la fiabilidad del documento recibido”.

			Las tecnologías de comunicación constituyen la clave del funcionamiento del sistema de comunicación, en la notificación y traslado de documento, en soluciones interoperables.

			En segundo lugar, se prevén organismos transmisores y una Autoridad central.

			La comunicación se realizará, como regla general, a través de organismos encargados de la transmisión y recepción de documentos, designados por los Estados miembros. Se facilitará por estos la debida comunicación con el detalle que establece el art. 3. 

			Pero como clave del funcionamiento y coordinación del sistema cada Estado designará una entidad central encargada de facilitar información a los organismos; buscar soluciones a cualquier dificultad que pueda surgir y cursar, en casos excepcionales ya petición de un organismo transmisor, las solicitudes de notificación o traslado al organismo receptor competente (art. 3). 

			La designación de las Autoridades centrales presenta un diseño especial para los Estados jurídicos complejos, como se verá, y es en todo caso temporal (cinco años renovables).

			El objeto del sistema diseñado es el intercambio de información: comunicación e intercambio de documentos entre los organismos y los órganos designados por los Estados miembros que deben efectuarse a través de un sistema informático descentralizado seguro y fiable que comprenda sistemas informáticos nacionales que estén interconectados y sean técnicamente interoperables, por ejemplo, y sin perjuicio de un progreso tecnológico ulterior, sobre la base (hoy en día) de e-CODEX. (considerando 10).

			En consecuencia, debe establecerse un sistema informático descentralizado para los intercambios de datos en el marco del presente Reglamento. El carácter descentralizado de ese sistema informático permitiría intercambios de datos exclusivamente entre un Estado miembro y otro, sin que ninguna de las instituciones de la Unión intervenga en esos intercambios.

			Otras novedades de orden jurídico de importante calado son las siguientes:

			Introduce disposiciones con relación a la asistencia de la dirección del receptor e incrementa las medidas que este debe adoptar: todas las necesarias para transmitir el documento tan pronto como sea posible y, en cualquier caso, en el plazo de un mes desde su recepción, transcurrido el cual deberá informar al transmisor y continuar al mismo tiempo con las diligencias necesarias. (art. 11).

			Asimismo, el destinatario puede negarse, en el momento de la notificación, a aceptar el documento que deba notificarse o trasladarse o devolver el documento al organismo receptor en el plazo de una semana (art. 12).

			En cuanto al procedimiento de notificación o el traslado de los documentos se prevé que sea posible realizarlo de conformidad con el Derecho interno del país de la UE requerido, o bien según la forma particular solicitada por el organismo transmisor, siempre, en este caso, que no sea incompatible con el Derecho del Estado miembro (art. 11).

			Se establece una nueva regulación de los gastos y traducciones. (art. 9 y 15).

			Los gastos ocasionados por la intervención de un funcionario judicial o de una persona competente conforme al Derecho interno del país de la UE requerido deben corresponder a una tasa fija única establecida por adelantado por ese país, que respete los principios de proporcionalidad y no discriminación.

			Y una vez realizados los trámites de notificación o traslado, se remitirá al organismo transmisor un certificado relativo al cumplimiento de dichos trámites, redactado en una de las lenguas aceptadas por el país de la UE de origen (art. 24).

			Finalmente, la fecha de notificación o traslado (art. 13) será aquella en que el documento haya sido notificado o trasladado de conformidad con el Derecho del Estado miembro requerido, salvo cuando, conforme a este la notificación deba realizarse dentro de un plazo determinado.

			 Además del sistema general, descrito, los documentos también pueden notificarse o trasladarse directamente por correo certificado con acuse de recibo o equivalente, procedimiento que ahora se uniformiza, o por medio de agentes judiciales, funcionarios u otras personas competentes del país de la UE requerida, si así lo permite dicho país. En circunstancias excepcionales, los documentos pueden enviarse a los organismos de otro país de la UE por vía consular o diplomática.

			Se establecen, por tanto, unas condiciones uniformes para la notificación o traslado por correo (carta certificada con acuse de recibo o equivalente).

			La Comisión deberá elaborar y actualizar periódicamente un manual con la información proporcionada por los Estados miembros. Hoy, aún no ha sido actualizada la información publicada en base al R. (CE) no 1397/2007, de 13 de noviembre de 2007.

			2.	Ámbito de aplicación

			A.	Ámbito territorial

			EL Reglamento derogado (2017) se aplicaba en la totalidad de los Estados miembros incluido Reino Unido.

			Con relación a Dinamarca, aunque como es sabido no forma parte de la política de Justicia civil, en base a su peculiar posición en los Tratados, Protocolo 22 TFUE, su aplicación se funda en los Acuerdo bilaterales celebrados entre, la entonces, Comunidad Europea y este Estado miembro en 2005 que comprendía la notificación y traslado de documentos en materia civil y mercantil, estando vigente el R. de 2001. 

			Posteriormente el acuerdo fue extendido al Reglamento de 2007. Tras la entrada en aplicación del Reglamento (UE) 2020/1784, el 1 de julio de 2022, Dinamarca acepta su ampliación al nuevo texto.33 

			Reino Unido ejercitó su derecho de opt-in, y aplicó el Reglamento hasta el 31 de diciembre de 2020, conforme al Tratado de retirada por lo que, según éste y sus disposiciones transitorias en materia civil, las notificaciones practicadas conforme a la norma europea hasta esa fecha surten los efectos previstos en la misma.

			Hoy en día, forman parte del Reglamento, por tanto, la totalidad de los Estados miembros, incluida Dinamarca por razón del Acuerdo Bilateral con la UE.

			Debe hacerse notar, que sin embargo Dinamarca no forma parte del R. (UE) 2022/850 e-Codex ni del paquete de digitalización de la Justicia (considerando 59 del R. (UE) 2023/2844 y considerando 8 de la Dir. (EU) 2023 /2843).

			B.	Perspectiva temporal

			Desde la perspectiva temporal el Reglamento (EU) 2020/1784 fue adoptado el 25 de noviembre de 2020 y entró en aplicación en su mayor parte el 1 de julio de 2022. 

			No obstante, el sistema informático descentralizado como medio de comunicación obligatorio para la transmisión y recepción de solicitudes, formularios y otras comunicaciones sólo comenzará a aplicarse a partir del primer día del mes siguiente al plazo de tres años desde la fecha de entrada en vigor de los actos de ejecución a que se refiere el artículo 25.

			El artículo 37, se refiere a la entrada en vigor y aplicación:

			1.El presente Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea.

			Será aplicable a partir del 1 de julio de 2022.

			2.Los artículos 5, 8 y 10 se aplicarán a partir del primer día del mes siguiente al período de tres años después de la entrada en vigor de los actos de ejecución a que se refiere el artículo 25.

			El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en los Estados miembros de conformidad con los Tratados. 

			Los actos de ejecución han sido adoptados mediante Reglamento de implementación 2022/423 de 14 de marzo que establece las especificaciones técnicas, medidas y otros requisitos para la implementación del sistema descentralizado IT a la que se refiere el Reglamento (UE) 2020/1784 del Parlamento Europeo y del Consejo. 

			Es singularidad del Reglamento, la obligatoria utilización de los formularios adoptados en su aplicación.

			Como se ha indicado la posterior aprobación del Reglamento (UE) 2023/2844, modifica de hecho, el Reglamento (UE) 2020/1784, en relación a las comunicaciones electrónicas, y su aplicación será desde el primer día del mes siguiente al período de dos años a partir de la fecha de entrada en vigor de los actos de ejecución correspondientes, a que se refiere el artículo 10, apartado 3, por los que se establezca el sistema informático descentralizado para cada uno de los actos jurídicos enumerados en los anexos I o II. 

			3.	Contorno normativo

			El Reglamento 20230/2784, presenta el siguiente ámbito de aplicación:

			A.	Ámbito de aplicación positivo

			El artículo 1.1 del Reglamento se refiere a su ámbito de aplicación.

			El presente Reglamento se aplica a la notificación y el traslado transfronterizos de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil y mercantil.

			Obviamente su aplicación se refiere exclusivamente a los Estados miembros, todos participantes, como sabemos, en este Reglamento.

			El art. 1.1 deja así fijado el ámbito de aplicación positivo del instrumento en tres apartados:

			a)	La notificación y traslado de documentos transfronterizos

			Recordemos que considerando 2º del Reglamento (CE) 1348/2000 establecía que, dentro de la cooperación judicial civil, se encuentra, a efectos del buen funcionamiento del mercado interior la exigencia de mejorar y acelerar la transmisión entre los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil a efectos de su notificación o traslado.

			El régimen de transmisión documental mejorado constituye, por tanto, el objeto del Reglamento.

			b)	Los documentos judiciales y extrajudiciales

			El Reglamento no define que son documentos judiciales. El formulario A punto 6.1 se refiere a citación; resolución/sentencia; recurso y otros (se ruega especificar, dice).

			Por su parte el art. 5.1, relativo a los medios de comunicación, en sentido amplio, se refiere a los documentos que deban ser objeto de notificación o traslado, solicitudes, certificaciones, resguardos, fes públicas y comunicaciones, con referencia a las que se efectúan, obligatoriamente con arreglo a los formularios del anexo I entre organismos transmisores y organismos receptores, entre dichos organismos y los órganos centrales, o entre los órganos centrales de los distintos Estados miembros y necesariamente se transmitirán a través de un sistema informático descentralizado seguro y fiable. 

			En el Derecho español, la Ley de Enjuiciamiento Civil dedica sus arts.149 a 168 a los actos de comunicación procesal. 

			Concretamente el art. 149 se refiere a las clases de actos de comunicación procesal34 que conduce a considerar objeto de traslado todo documento admitidos por el tribunal dentro del proceso y muy especialmente las resoluciones judiciales y diligencias de ordenación que conforme al art. 150 de la LEC se notificarán a todos los que sean parte en el proceso.

			Continua el art. 150 —modificado por última vez por Ley 13/2023— estableciendo reglas especiales respecto de terceros interesados35. 

			 También serán objeto de notificación y traslado los documentos extrajudiciales como los notariales36 aunque estén al margen de un procedimiento judicial, según declaró el TJUE en el caso C-14/08 (Roda Golf& Beach Resort) que hayan sido transmitidas al Tribunal, así como desde la perspectiva extrajudicial, especialmente notarial, requerimientos o traslado de contenido de documentos que carezcan de régimen propio en otros Reglamentos, como se analiza en los Capítulos XIII y XIV.

			Se dedicará, además, un apartado a la materia en este mismo capítulo.

			Baste en este contexto general indicar que la actividad administrativa no es equivalente a extrajudicial, sino que por el contrario está excluido del ámbito del Reglamento en cuanto procede directamente del ejercicio de actividades exorbitantes por parte del Estado.

			c)	La materia civil y mercantil

			La materia, sobre la que debe versar la notificación, civil o mercantil, alude a un concepto autónomo europeo propio, que dentro de los instrumentos de justicia civil presenta perfiles propios y como ha tenido ocasión de señalar en numerosas ocasiones el Tribunal de Justicia presenta un significado autónomo respecto de las legislaciones nacionales.37

			Sobre la materia civil y mercantil el Tribunal, de Justicia presenta un amplia jurisprudencia38 destacando la naturaleza de la relación entre las partes afectadas. 

			Se pone en relación especialmente con las exclusiones del ámbito de aplicación o perímetro negativo de la norma como veremos seguidamente.

			B.	Ámbito de aplicación negativo: Exclusiones

			a)	Acta iure imperii

			 No se aplica, el Reglamento, en particular, en materia fiscal, aduanera o administrativa, o a la responsabilidad de un Estado miembro por acciones u omisiones en el ejercicio de su autoridad (acta iure imperii).

			Como sabemos, de la delimitación negativa que realiza el Tribunal, se excluyen de lo civil y mercantil, en particular lo relativo a acciones en las acciones entre un poder público y un particular cuando el primero actuó en el ejercicio del poder público.

			 Siendo tradicional la distinción entre acta iure imperii, excluidos de la noción de «asuntos civiles o mercantiles», y acta iure gestionis que, por el contrario, están incluidos39. 

			Estas materias suponen una delimitación negativa propia de los instrumentos sobre materia civil y mercantil, en cuanto excluyen particularmente la actividad aduanera, destacable en el Derecho europeo, y la administrativa y fiscal, así como las actividades basadas en el ejercicio de autoridad, como los casos de responsabilidad del Estado por acciones u omisiones en el ejercicio de su autoridad, como ocurre en la reparación de daños sufridos en el marco de operaciones bélicas por fuerzas armadas.

			b)	Falta de localización del destinatario: Asistencia 

			El Reglamento no se aplica cuando se desconozca el domicilio de la persona a la que haya de notificarse o entregarse el documento, si bien ahora con la matización del art. 7 sobre la asistencia en la determinación de la dirección de quien debe recibir la notificación.

			Tanto en los Reglamentos (CE) nº 1348/2000 como (CE) nº 1397/2007 y previamente el Convenio de La Haya de 1965, en el que se inspira, como sabemos, la acción europea, el desconocimiento del domicilio del notificado suponía de plano la inaplicación del instrumento y del mecanismo en el dibujado, desde el momento en que hacía imposible la notificación personal. 

			Una singularidad del Reglamento (UE) 2020/1784 es el mantenimiento del supuesto de sus normas cuando la dirección del destinatario sea desconocida como pone de manifiesto en su art. 1. Párrafo 2 pero con una excepción.

			Con excepción del artículo 7, el presente Reglamento no se aplica cuando la dirección de la persona a la que haya de notificarse o trasladarse el documento sea desconocida.

			Es por tanto una significativa modificación con relación a las anteriores versiones del Reglamento.

			Como novedad, se prevé ahora el concepto de asistencia.

			El art. 7 al que luego se hará referencia con más detalle, se refiere al este nuevo concepto.

			Cuando se desconozca la dirección de la persona a la que haya de notificarse o trasladarse el documento en otro Estado miembro, ese Estado miembro proporcionará asistencia para determinar la dirección. 

			Posteriormente veremos de qué forma se puede prestar la asistencia indicada.

			c)	Ausencia de carácter transfronterizo

			Por último, no se aplica el Reglamento si ambas partes, transmitente y receptor, no se encuentran en distintos Estados miembros, como es el caso del representante del notificado en el Estado del foro.

			Art. 1.3 El presente Reglamento no se aplica a la notificación o el traslado de un documento en el Estado miembro del foro a un representante autorizado por la persona a la que haya de notificarse o trasladarse el documento, independientemente del lugar de residencia de dicha persona.

			Es relevante para la exclusión la localización del autorizado —como puede ser un abogado— en el Estado del foro, con independencia de la concreta residencia de la parte a la que afecta la notificación.

			La notificación en el Estado miembro del foro se hará en la forma que prevea la legislación nacional, no la europea. Para España, hay que estar a los artículos 149 a 181 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

			4.	Definiciones

			En la sistemática general de las normas de la Justicia civil europea, es habitual que el artículo 2 de cada Reglamento aprobado se dedique a establecer las definiciones relevantes específicas del instrumento.

			Para el Reglamento (UE) 2020/1784, solo son especialmente relevantes dos nociones: la del Estado miembro del foro y la del sistema informático descentralizado.

			Ha de tenerse presente que en el R. (CE) 1348/2000 no se preveían nociones relevantes, como tampoco se preveían en el R. (CE) 1393/ 2007, por lo que su inclusión supone una novedad.

			Sin embargo, el R. (UE) 2020/1784, siguiendo la sistemática de otros Reglamentos, establece el art. 2.3 la definición de las nociones indicadas. 

			No deja de sorprender que entre ellas no se encuentra la propia noción de notificación o traslado, ni la noción de documento.

			Ni ninguno de los aspectos relevantes de la notificación que se desgranan en artículos posteriores.

			Así, a los efectos del presente Reglamento, se entenderá por:

			1.«Estado miembro del foro»: el Estado miembro en el que se desarrolla el procedimiento judicial40;

			2.«sistema informático descentralizado»: una red de sistemas informáticos nacionales y puntos de acceso interoperables, que opera bajo la responsabilidad y la gestión individuales de cada Estado miembro y permite un intercambio transfronterizo de información seguro y fiable entre los sistemas informáticos nacionales41.

			No define tampoco el precepto la singular clasificación entre Documento judicial que como se ha visto presenta amplios contornos siempre que haya emitido en el transcurso de un pleito civil o comercial (por ejemplo, una citación, una orden o una sentencia) que deba notificarse o trasladarse a una parte, y documento extrajudicial: que es a grandes rasgos un documento que no emana del Tribunal aunque es aportado al proceso, como un documento notarial o una notificación externa, pero no solo como se verá.

			5.	Organismos transmisores y receptores

			Esta esencial materia, se regula en el art. 3 y como ya sabemos requerirá una actualización tras la aplicación del Reglamento sobre modernización de la Justicia.

			 Los documentos se notifican o se trasladan a sus destinatarios a través de organismos transmisores y organismos receptores salvo excepcionalidad acreditada por medios electrónicos y bajo condiciones específicas.

			Los Estados miembros por tanto deben seleccionan a los funcionarios públicos, autoridades u otras personas competentes encargados de transmitir («organismos transmisores») y recibir («organismos receptores») los documentos; deberán facilitan a la Comisión información relativa a las personas y entidades seleccionadas, así como otros datos objetivos y designar un órgano central con las funciones que se verán.

			El art. 3, establece que cada Estado miembro designará a los funcionarios públicos, autoridades u otras personas competentes para transmitir los documentos judiciales o extrajudiciales que deban ser notificados o trasladados en otro Estado miembro (en lo sucesivo, «organismos transmisores»).

			Podrán ser designados organismos transmisores o receptores distintos, o bien designar uno o más organismos encargados de ambas funciones. 

			Se prevé una norma para los Estados miembros federales, los Estados miembros en los que rijan varios ordenamientos jurídicos y los Estados miembros que cuenten con entidades territoriales autónomas, las cuales podrán designar más de uno de tales organismos. 

			La designación es necesariamente temporal. Tendrá efecto durante un período de cinco años y podrá renovarse por períodos idénticos de cinco años.

			La designación de los funcionarios públicos, autoridades u otras personas competentes para recibir los documentos judiciales o extrajudiciales que procedan de otro Estado miembro —organismos receptores— corresponde al Estado miembro receptor.

			El párrafo 4º del art. 3 establece que cada Estado miembro facilitará a la Comisión la siguiente información:

			a)los nombres y las direcciones de los organismos receptores previstos en los apartados 2 y 3;

			b)el ámbito territorial en el que dichos organismos receptores sean competentes;

			c)los medios mediante los cuales dichos organismos receptores son capaces de recibir documentos cuando se aplique el artículo 5, apartado 4, y las lenguas que pueden utilizarse para cumplimentar los formularios que figuran en el anexo I.

			Esta información deberá estar actualizada, por lo que Los Estados miembros notificarán a la Comisión toda modificación posterior.

			España ha realizado sus notificaciones de las que resulta en relación a este art. 3, lo siguiente:

			Respecto de los organismos transmisores se designan los Letrados de la Administración de Justicia (—tanto para transmitir documentos judiciales como extrajudiciales, en tanto no se hace distinción—).

			Respecto de los organismos receptores: Letrados de la Administración de Justicia a cargo del servicio común de notificaciones del lugar donde haya de practicarse la notificación y donde este servicio común no existiere, el Letrado de la Administración de Justicia del Juzgado de Primera Instancia del lugar donde haya de practicarse la notificación.

			Todas las solicitudes se remitirán al Servicio de Registro y Reparto dependiente del Servicio Común General y donde no existan al Juzgado Decano para que sean repartidas a la autoridad competente para la práctica de la notificación. Conforme al sistema judicial español, las autoridades designadas por España como “autoridad receptora” (Decanatos y Servicios comunes procesales), remitirán la solicitud a la autoridad competente para la práctica de la notificación.

			Artículo 3, apartado 4, letra c): medios de recepción de documentos:

			En cuanto a los medios de recepción disponibles en la actualidad los Juzgados cuentan con los medios informáticos y telemáticos para llevar a cabo las notificaciones. 

			A falta de medios electrónicos la notificación se llevará a cabo mediante correo postal con acuse de recibo.

			Artículo 3, apartado 4, letra d): lenguas que pueden utilizarse para cumplimentar el formulario que figura en el anexo I.

			Lenguas que pueden utilizarse para completar el formulario normalizado: inglés, francés, portugués o español.

			6.	Órgano central

			El art. 4 establece que cada Estado miembro designará un órgano central encargado de:

			a)facilitar información a los organismos transmisores;

			b)buscar soluciones a cualquier dificultad que suscite la transmisión de documentos a efectos de notificación o traslado;

			c)expedir, en casos excepcionales, una solicitud de notificación o traslado al organismo receptor competente previa solicitud del organismo transmisor.

			Los Estados miembros federales, los Estados miembros en los que rijan varios ordenamientos jurídicos y los Estados miembros que cuenten con entidades territoriales autónomas podrán designar más de un órgano central.

			En el caso de España que es un Estado con varias entidades territoriales autónomas, sería posible una descentralización, sin embargo, el Reino de España, ha optado como en todos los demás instrumentos europeos por la selección del Ministerio de Justicia, en base a la competencia estatal constitucional para las relaciones exteriores y a la materia procesal (art. 149.1. 3 y 6 CE). 

			En consecuencia, la entidad central designada por España es la Subdirección General de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de Justicia42.

			7.	Medios de comunicación

			El art. 5 se refiere a los medios de comunicación que deben utilizar los organismos transmisores, los organismos receptores y los órganos centrales.

			Se complementa con el instrumento de ejecución (EU) 2022/423, de 14 de marzo de 2022 al que nos referiremos en detalle Infra, en este mismo capítulo.

			El marco jurídico general, para la notificación de todo documento transmitidos a través del sistema informático descentralizado, e incluidos en el ámbito del Reglamento, como se señala en el art. 5.2, será el que rige la utilización de los servicios de confianza cualificados establecido en el Reglamento (UE) nº 910/2014.43 

			Cuando la transmisión de conformidad con el apartado 1 no fuese posible debido a la interrupción del sistema informático descentralizado o al concurso de circunstancias excepcionales, la transmisión se realizará por la vía alternativa más rápida y adecuada, teniendo en cuenta la necesidad de garantizar la fiabilidad y la seguridad (art. 5.1).

			El art. 5.1, en sentido amplio, se refiere a los documentos que deban ser objeto de notificación o traslado, solicitudes, certificaciones, resguardos, fes públicas y comunicaciones, con referencia a que se efectúan, obligatoriamente con arreglo a los formularios del anexo I entre organismos transmisores y organismos receptores, entre dichos organismos y los órganos centrales, o entre los órganos centrales de los distintos Estados miembros, y necesariamente se transmitirán a través de un sistema informático descentralizado seguro y fiable. 

			Se señala que el sistema informático descentralizado se basará en una solución interoperable, como e-CODEX (R. (UE) 2022/850-, si bien dado el carácter neutro de las soluciones informáticas será evolutivo, como demuestra el nuevo Reglamento de digitalización de la Justicia, —R. (UE) 2023/2844— que modifica el R. (UE) 2020/1784. 

			Cuando los documentos que se deban trasladar o notificar, solicitudes, certificaciones, resguardos, fes públicas y comunicaciones a que se refiere el apartado 1 del presente artículo requieran o incorporen un sello o una firma manuscrita, estos se podrán remplazar por un sello electrónico cualificado o una firma electrónica cualificada respectivamente, tal como se definen en el Reglamento (UE) nº 910/2014.

			Sin embargo, excepcionalmente, se prevé en el apartado final del precepto, que cuando la transmisión a través del sistema informático descentralizado no fuese posible debido a la interrupción del sistema informático descentralizado o al concurso de circunstancias excepcionales, la transmisión se realizará por la vía alternativa más rápida y adecuada, teniendo en cuenta la necesidad de garantizar la fiabilidad y la seguridad.

			8.	Efectos de los documentos electrónicos

			Con independencia de lo dispuesto ahora en el R. 2023/2844, el artículo 6 se refiere a los efectos jurídicos de los documentos electrónicos.

			No se denegarán efectos jurídicos a los documentos que se transmitan a través del sistema informático descentralizado, ni se considerarán inadmisibles como prueba en los procedimientos judiciales, por el mero hecho de que estén en formato electrónico.

			La relación con el Reglamento (UE) nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo no es evidente.

			El art. 5.3 realiza una remisión directa al R. e-IDAS aunque el considerando 11 pone el acento en la evolución tecnológica al decir que: sin perjuicio de un progreso tecnológico futuro, no debe entenderse que sistema informático descentralizado seguro y sus componentes constituyen un servicio cualificado de entrega electrónica certificada en el sentido del R. e-IDAS. 

			Por su parte el art. 8 del R (UE) 2023/2844, en relación a los efectos jurídicos de los documentos electrónicos establece que : No se denegarán los efectos jurídicos de los documentos transmitidos como parte de la comunicación electrónica ni se considerarán inadmisibles en el contexto de los procesos judiciales transfronterizos contemplados en los actos jurídicos enumerados en los anexos I y II por el mero hecho de estar en forma electrónica.

			Por lo tanto se sanciona el efecto jurídico del documento electrónico, dentro de la neutralidad tecnológica pero no permite aclarar dicha eficacia en el R. e-IDAS. 

			Como ya se ha indicado, ha finalizado la negociación44 del Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se modifica el Reglamento (UE) nº 910/2014 en lo que respecta al establecimiento de un Marco para una Identidad Digital Europea.

			La identidad digital dará un salto cualitativo en la mejora de la eficacia de los documentos electrónicos. 

			 9.	Determinación de la dirección de notificación

			Como novedad del Reglamento en esta versión actualizada de 2020, el artículo 7 se refiere a la asistencia en la determinación de la dirección de la persona que debe ser notificada.

			Conforme a su párrafo 1º:

			1.Cuando se desconozca la dirección de la persona a la que haya de notificarse o trasladarse el documento en otro Estado miembro, ese Estado miembro proporcionará asistencia para determinar la dirección al menos de una de las siguientes formas:

			a)designando autoridades a las que los organismos transmisores puedan dirigir solicitudes para determinar la dirección de la persona a la que haya de notificarse o trasladarse el documento;

			b)permitiendo que personas de otros Estados miembros presenten solicitudes de información, incluso por vía electrónica, sobre direcciones de las personas a las que haya de notificarse o trasladarse el documento, bien directamente a registros con información domiciliaria, bien a otras bases de datos de consulta pública mediante un formulario normalizado disponible en el Portal Europeo de e-Justicia, o

			c)proporcionando información detallada, a través del Portal Europeo de e-Justicia, sobre cómo encontrar las direcciones de las personas a las que haya de notificarse o trasladarse el documento.

			Obligatoriamente, cada Estado miembro facilitará a la Comisión la siguiente información con el fin de que esté disponible a través del Portal Europeo de e-Justicia la siguiente información que deberá ser actualizada por éstos: 

			a)los medios de asistencia que los Estados miembros prevean en su territorio de conformidad con el apartado 1;

			b)en su caso, los nombres y datos de contacto de las autoridades a que se refiere el apartado 1, letras a) y b);

			c)si las autoridades del Estado miembro requerido presentan, por iniciativa propia, solicitudes de información sobre direcciones a los registros con información domiciliaria u otras bases de datos en casos en que la dirección indicada en la solicitud de notificación o traslado no sea correcta.

			Complementariamente, el considerando 7 establece que, en particular, el documento no debe trasladarse ni notificarse al destinatario mediante un modo de notificación o traslado ficticio, como la notificación o traslado mediante la fijación de un anuncio en el tablón de anuncios del órgano jurisdiccional o el depósito del documento en el archivo judicial45. 

			La autoridad competente para la notificación será a su vez la encargada de hacer la averiguación domiciliaria.

			Conforme al artículo 7.1. apartado a, los organismos transmisores podrán dirigir solicitudes para determinar la dirección de la persona a la que haya de notificarse o trasladarse el documento a autoridad competente designada por cada Estado miembro para la notificación.

			Según la notificaciones realizadas por España, conforme al artículo 7.2.c del Reglamento, las autoridades españolas competentes para la notificación, por su propia iniciativa, realizarán actuaciones para la obtención de información sobre direcciones a los registros con información domiciliaria u otras bases de datos en casos en que la dirección indicada en la solicitud de notificación o traslado no sea correcta.

			10.	Las notificaciones de documentos judiciales

			A.	Pauta inicial

			Constituyen el nudo central del Reglamento que dedica a esta materia su Capítulo II.

			Como pauta inicial los documentos judiciales se enviaran, como regla, directamente entre los organismos con la mayor rapidez posible, acompañados del formulario de solicitud correspondiente en una lengua oficial de la UE.

			Los organismos receptores deben notificar el acuse de recibo del documento lo antes posible, informar al organismo transmisor en caso de que falte información o la solicitud recaiga fuera del ámbito de la legislación, expedir el documento al organismo apropiado, en caso de que no dispongan de la competencia territorial necesaria, notificar o trasladar el documento en el plazo de un mes, si disponen de la competencia para ello, e informar al organismo transmisor sobre la notificación, el traslado o la negativa a la aceptación.

			 Los destinatarios pueden negarse a aceptar el documento si no está redactado en la lengua oficial de su país o en una lengua que entiendan tanto en el momento de su notificación o traslado o por medio de una declaración escrita en un plazo de dos semanas;

			Se aplican normas y plazos específicos si la parte demandada se encuentra ausente cuando el documento notificado es la demanda o inicia un procedimiento judicial.

			Por norma general, los solicitantes no tienen que hacerse cargo de los costes de la notificación o el traslado de los documentos judiciales. Sin embargo, se aplica una tasa fija única determinada a nivel nacional por la intervención de un funcionario judicial o una persona jurídicamente competente i bien una modalidad particular de notificación o traslado.

			B.	Transmisión y notificación de documentos judiciales

			El Reglamento (UE) 2010/1784 se dirige esencialmente a las comunicaciones judiciales, basadas estas comunicaciones, como se ha indicado, en los principios de digitalización y utilización de anexos estandarizados.

			Vistas en el anterior capítulo las características esenciales de las notificaciones judiciales, se entra ahora en el detalle.

			Se refiere a esta materia el Capítulo II del Reglamento, que es la parte medular del mismo y analiza con un cierto desorden sistemático el procedimiento de transmisión, notificación y traslado.

			El principio esencial, artículo 8, que encabeza la rúbrica de la sección primera sobre Transmisión de documentos, es que los documentos judiciales se transmitirán directamente y lo antes posible entre los organismos de transmisión y los organismos de recepción.

			Siguiendo el criterio de comunicación estandarizada que caracteriza tanto este Reglamento como el R. (UE) 2020/1783 —relativo a la obtención de pruebas— así como los procedimentales procesales pequeña cuantía, monitorio o embargo de cuentas bancarias, el documento que deba transmitirse irá acompañado de una solicitud formulada utilizando el formulario A del anexo I. 

			La lengua, cuestión sensible en los instrumentos de la Unión Europea se tiene en cuenta en dos aspectos, aquella en que debe ser cumplimentado y aquella en la que puede transmitirse el documento.

			Ambas cuestiones han sido comunicadas a la Comisión y publicados en el Portal e-justice, como se ha indicado.

			El principio esencial, artículo 8, que encabeza la rúbrica de la sección primera sobre Transmisión de documentos, es que los documentos judiciales se transmitirán directamente y lo antes posible entre los organismos de transmisión y los organismos de recepción.

			Siguiendo el criterio de comunicación estandarizada que caracteriza tanto este Reglamento como el R. (UE) 2020/1783, sobre obtención de pruebas, así como los procedimentales procesales pequeña cuantía, monitorio o embargo de cuentas bancarias, el documento que deba transmitirse irá acompañado de una solicitud formulada utilizando el formulario A del anexo I. 

			Posteriormente se analizan otros medios de transmisión, a la que se dedica la sección segunda del Capítulo II del Reglamento.

			C.	Régimen lingüístico

			Como en todos los instrumentos europeos el régimen lingüístico es especialmente relevante.

			Los documentos en sí mismos, presentan un especial tratamiento en el art. 9 bajo la rúbrica Traducción de documentos.

			Lo hace desde dos perspectivas. La de la responsabilidad del organismo transmisor de informar que el receptor puede no aceptar la transmisión o notificación si se incumple el régimen lingüístico previsto. 

			Para la primera, (art. 9.1). El organismo transmisor al que el requirente ha expedido el documento a efectos de transmisión comunicará al requirente que el destinatario puede negarse a aceptar la transmisión o notificación del documento si no está en una de las lenguas previstas en el artículo 12, apartado 1.

			Respecto de los gastos de traducción, (9.2) El requirente asumirá los posibles gastos de traducción previa a la transmisión del documento, sin perjuicio de una posible decisión posterior, en su caso, del órgano jurisdiccional o la autoridad competente sobre la responsabilidad de dichos gastos.

			Nada se dice sobre la forma de traducción, si debe ser jurada u oficial o si basta la ofrecida por el requirente en cualquier forma que lo haga.

			La disposición Adicional decimosexta de la Ley 2/2014 de 24 de marzo de la Acción y el servicio exterior no es aplicable en este contexto. La libertad de traducción es clara en cuanto se advierte respecto de la misma en el art. 9.1.

			La lengua, cuestión sensible en los instrumentos de la Unión Europea se tiene en cuenta en dos aspectos, en atención a aquella en que debe ser cumplimentado y en la que puede transmitirse el documento.

			Los Estados miembros comunicarán a la Comisión cualquier lengua oficial de la Unión distinta de la suya en que pueda cumplimentarse dicho formulario, como han sido comunicadas por España y publicados en el Portal e-justice. 

			El formulario, art. 8. 2, se cumplimentará en la lengua oficial del Estado miembro requerido o, cuando existan varias lenguas oficiales en dicho Estado miembro, en la lengua oficial o en una de las lenguas oficiales del lugar en el que deba efectuarse la notificación o el traslado, o en otra lengua que el Estado miembro requerido haya indicado que puede aceptar.

			D.	Otras formalidades

			Este mismo artículo 8, con mala colocación sistemática, establece dos cuestiones formales de muy distinta naturaleza.

			Por una parte, la exención de formalidades: 

			Todos los documentos transmitidos en virtud del presente Reglamento estarán exentos de requisitos de legalización o de cualquier trámite equivalente.

			En la sistemática de los Reglamentos la exención de legalizaciones constituye una disposición general y como tal se destaca.

			Aquí forma parte de una amalgama normativa que se complementa, por otra parte, con una disposición totalmente adjetiva relativa a la devolución del documento en formato papel. 

			(Art. 8.4). “Cuando el organismo transmisor solicite que se le devuelva una copia del documento en soporte papel de conformidad con el artículo 5, apartado 4, acompañado del certificado a que se refiere el artículo 14, enviará dicho documento por duplicado”.

			11.	Recepción de documentos 

			La recepción de los documentos por un organismo receptor, tras la comunicación entre emisor y receptor se regula en el art. 10, que detalla el procedimiento.

			Así, una vez recibido el documento, el organismo receptor enviará automáticamente al organismo transmisor un acuse de recibo a través del sistema informático descentralizado utilizando el formulario D del anexo I tan pronto como sea posible o, cuando el acuse de recibo se envíe por otros medios, tan pronto como sea posible y, en cualquier caso, en un plazo de siete días a partir de su recepción.

			Si no se pudiera dar curso a la solicitud de notificación o traslado debido a deficiencias de la información o de los documentos transmitidos, el organismo receptor se pondrá en contacto con el organismo transmisor sin demora indebida, con el fin de obtener la información o los documentos que falten utilizando el formulario E del anexo I.

			Si la solicitud de notificación o traslado estuviera manifiestamente fuera del ámbito de aplicación del Reglamento, o si el incumplimiento de las condiciones formales exigidas hiciera imposible la notificación o el traslado, se devolverán al organismo transmisor la solicitud y los documentos transmitidos en cuanto se reciban, sin demora indebida, junto con una comunicación de devolución por medio del formulario F del anexo I.

			Cabe plantear que ha de entenderse por el incumplimiento de las condiciones formales.

			El órgano receptor no puede valorar el procedimiento del foro, por lo que solo se puede referir a las formalidades relativas a los formularios.

			El grado de formalidad de los formularios viene determinado por el hecho de que se transmitidos por el sistema informático descentralizado. 

			Otra posible causa de incompetencia y por lo tanto imposibilidad de dar traslado a la solicitud, es la falta de competencia territorial.

			Cuando un organismo receptor reciba un documento para cuya notificación o traslado carezca de competencia territorial, deberá expedirlo, junto con la solicitud, sin demora indebida, al organismo receptor territorialmente competente del Estado miembro destinatario, si la solicitud reúne las condiciones establecidas en el artículo 8, apartado 2. Es decir, acompañado de una solicitud formulada utilizando el formulario A en lengua admitida en el país de recepción.

			El organismo receptor informará de ello al organismo transmisor al mismo tiempo utilizando el formulario G del anexo I. (Comunicación de retransmisión de la solicitud y el documento al organismo receptor territorialmente competente).

			Cuando el organismo receptor territorialmente competente del Estado miembro destinatario reciba el documento y la solicitud, dicho organismo receptor enviará un acuse de recibo al organismo transmisor tan pronto como sea posible y, en cualquier caso, en un plazo de siete días a partir de su recepción utilizando el formulario H del anexo I.

			El formulario H establece un acuse de recibo del organismo receptor territorialmente competente al organismo transmisor.

			En cuanto a la efectiva recepción, el Reglamento, como apunta abundante jurisprudencia (Vid Infra apartado 30 la sentencia Hendelson ) indica en su considerando 30:

			Según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea la notificación y el traslado directos por servicio postal con arreglo al presente Reglamento deben considerarse válidamente practicados, incluso cuando el documento no haya sido entregado personalmente a su destinatario, siempre que lo haya sido a una persona adulta que viva con el destinatario o que esté empleada por este en ese mismo lugar y que pueda y quiera aceptar el documento, a menos que el Derecho del Estado miembro del foro solo permita la notificación o el traslado del documento al propio destinatario.

			12.	Notificación y traslado efectivo de los documentos

			El artículo 11 establece la efectiva notificación y traslado de los documentos a la persona señalada como receptora de estos. 

			Para ello utilizará sus propios procedimientos internos o los solicitados sino fueran incompatibles.

			Es decir, el organismo receptor procederá a efectuar o a hacer que se efectúe la notificación o el traslado del documento, bien de conformidad con el Derecho del Estado miembro requerido o bien según el modo particular solicitado por el organismo transmisor, siempre que este no sea incompatible con el Derecho de ese Estado miembro.

			El plazo máximo, sobre la base de la mayor eficiencia del organismo receptor para realizar todas las diligencias necesarias para efectuar la notificación o el traslado del documento —tan pronto como sea posible, dice el art. 11— será, en cualquier caso, el plazo de un mes a partir de su recepción. 

			Este plazo es el termino máximo.

			Si no hubiera sido posible efectuar la notificación o el traslado en el plazo del mes a partir de la recepción del documento, el organismo receptor tiene dos obligaciones: 

			En primer lugar, informará inmediatamente al organismo transmisor por medio del formulario K del anexo I. El formulario K supone un certificado de cumplimiento o incumplimiento de los trámites de notificación o traslado de documentos.

			Salvo que el organismo transmisor hubiera solicitado la información por medio del formulario I del anexo I, que se refiere a la solicitud de información relativa al cumplimiento o incumplimiento de los trámites de notificación o traslado de documentos, formulario facultativo de información del resultado del intento de notificación; o por medio del formulario J del anexo I, que se refiere, en uso asimismo facultativo a la respuesta a la solicitud de información relativa al cumplimiento o incumplimiento de los trámites de notificación o traslado de documentos.

			Simultáneamente, el organismo receptor continuará realizando todas las diligencias necesarias para efectuar la notificación o el traslado del documento, cuando la notificación o el traslado parezcan ser posibles en un plazo razonable, a menos que el organismo transmisor indique que dicha notificación o traslado ya no son necesarios.

			Ha de hacerse notar que no se establece un plazo para la continuación de las pesquisas sobre el domicilio del notificado o de la práctica de la notificación más allá del mes inicial, por lo que debe entenderse posible, aun sin formulario, que el requirente solicite un estado de situación y cierre del intento de notificación.

			13.	Negativa a aceptar la notificación o traslado de un documento

			Se refiere a este tema el art. 12 que establece las razones por las que el destinatario podrá negarse a aceptar —válidamente, habría que añadir— un documento que se notifique o traslade.46

			Aquí hay que insistir en las razones lingüísticas:

			Por lo que el destinatario podrá negar la notificación si el documento (y el formulario correspondiente, habría que añadir) no está redactado en una de las lenguas o no va acompañado de una traducción a una lengua que el destinatario entienda, o la lengua oficial del Estado miembro requerido, o la lengua oficial o una de las lenguas oficiales del lugar en el que deba efectuarse la notificación o el traslado cuando existan varias lenguas oficiales en dicho Estado miembro.

			Una lengua que el destinatario entienda hace referencia a la lengua de su nacionalidad, de forma objetiva47 o bien porque así haya sido puesto de manifiesto en el foro.

			Las restantes opciones según las comunicaciones realizadas por los Estados miembros a la Comisión, en las que como sabemos para España, no se tienen cuenta lenguas distintas al español, entre las nacionales48.

			En caso de no tenerse en cuenta ambas posibilidades (en cuanto a la segunda, en los términos notificados) o su traducción, el organismo receptor informará al destinatario del derecho previsto en el apartado 1, adjuntando al documento que deba notificarse o trasladarse el formulario L del anexo I, (información al destinatario sobre el derecho a negarse a aceptar un documento).

			El formulario L debe cumplimentarse en la lengua oficial o una de las lenguas oficiales del Estado miembro de origen y de recepción (Estado miembro requerido o lugar en que haya de efectuarse la notificación o traslado.

			Si se indica que el destinatario entiende una lengua oficial de otro Estado miembro, también se facilitará el formulario L del anexo I en esa lengua.

			Cuando un Estado miembro traduzca el formulario L del anexo I a una lengua de un tercer país, informará de dicha traducción a la Comisión con el fin de que esté disponible en el Portal Europeo de e-Justicia.

			A.	Momento de la negativa a la recepción

			El destinatario podrá negarse a aceptar la notificación o el traslado del documento en el momento de la notificación o el traslado en un plazo de dos semanas a partir del momento de la notificación o el traslado mediante una declaración por escrito de negativa de aceptación. 

			A tal fin, el destinatario podrá devolver al organismo receptor el formulario L del anexo I o una declaración escrita en la que el destinatario indique que se niega a aceptar el documento por la lengua en que está redactado.

			Cuando el organismo receptor reciba la información de que el destinatario se niega a aceptar la notificación o el traslado del documento con arreglo a lo dispuesto en los apartados 1, 2 y 3, informará inmediatamente de ello al organismo transmisor por medio del certificado de cumplimiento o incumplimiento de los trámites de notificación o traslado utilizando el formulario K del anexo I y devolverá la solicitud y, cuando estén disponibles, los documentos cuya traducción se haya solicitado.

			B.	Subsanación

			 Podrá subsanarse la notificación o el traslado no aceptados del documento mediante la notificación o el traslado al destinatario de dicho documento junto con una traducción en una de las lenguas previstas en el apartado 1, de conformidad con el presente Reglamento. 

			En ese caso, la fecha de notificación o traslado del documento será la fecha en que el documento y su traducción hayan sido notificados o trasladados de conformidad con el Derecho del Estado miembro requerido. 

			No obstante, cuando el Derecho de un Estado miembro exija que un documento deba notificarse o trasladarse dentro de un plazo determinado, la fecha que haya de tenerse en cuenta respecto del requirente será la fecha de la notificación o el traslado del documento inicial, fijada de conformidad con el artículo 13, apartado 2.

			C.	Extensión de la negativa y su régimen a otras formas de notificación

			 Los apartados 1 a 5 del art. 12 también se aplican a los otros medios de transmisión, notificación o traslado de documentos judiciales a que se refiere la sección 2.

			7. A efectos de los apartados 1 y 2, los agentes diplomáticos o funcionarios consulares, cuando se efectúe la notificación o el traslado con arreglo al artículo 17, o la autoridad o la persona, cuando se efectúe con arreglo a los artículos 18, 19 o 20, informarán al destinatario de que puede negarse a aceptar la notificación o el traslado del documento y de que el formulario L del anexo I o la declaración escrita de negativa de aceptación deben enviarse a esos agentes o funcionarios o a esa autoridad o persona, respectivamente.

			14.	Fecha de notificación o traslado

			A.	Determinación

			El artículo 13 se refiere a la fecha atribuible a la notificación o traslado, sin perjuicio de la referente a la subsanación (art. 12.5).

			Esa fecha será, en aplicación del art. 11 en que el documento ha sido notificado o trasladado de conformidad con el Derecho (normativa con rango de ley) del Estado miembro requerido, salvo que se requiera que la notificación o traslado se realice en un plazo determinado, en cuyo caso la fecha que deberá tenerse en cuenta respecto del requirente será la establecida por el Derecho de ese Estado miembro.

			B.	Extensión a otras formas de determinación

			El establecimiento de fecha es común a los otros medios de la transmisión y notificación o traslado de documentos judiciales a que se refiere la sección 2.

			15.	Certificado y copia del documento notificado o trasladado

			Conforme al art. 14, una vez cumplidos los trámites de notificación o traslado del documento de que se trate, el organismo receptor expedirá un certificado relativo al cumplimiento de dichos trámites por medio del formulario K del anexo I (Certificado de cumplimiento o incumplimiento de los tramites de notificación o traslado de documentos) y lo remitirá al organismo transmisor, junto con una copia del documento notificado o trasladado. 

			Este supuesto último solo se dará si se da una doble circunstancia, expresada en el art. 14.1 in fine con una doble remisión normativa.

			En primer lugar, que no fuera posible transmisión debido a la interrupción del sistema informativo descentralizado o a la concurrencia de circunstancias excepcionales, en cuyo caso la transmisión se realizará por la vía alternativa más rápida y adecuada, teniendo en cuanta la necesidad de garantizar la fiabilidad y la seguridad (art. 5.4 R).

			En segundo término y en tal caso, que el organismo transmisor solicite que se le devuelva una copia el documento en soporte papel.

			En todo caso, el certificado se cumplimentará en la lengua oficial o en una de las lenguas oficiales del Estado miembro de origen o en otra lengua que el Estado miembro de origen haya indicado que puede aceptar.

			Entre las notificaciones que realizan los Estados miembros a la Comisión se indicará toda lengua oficial de la Unión Europea distinta de la suya o suyas en que pueda cumplimentarse el formulario K del anexo I.

			16.	Gastos de notificación o traslado

			Se refiere a este tema el art. 15 que establece que la notificación o el traslado de documentos judiciales procedentes de un Estado miembro no darán lugar a ninguna obligación de abono o reembolso de tasas o costas por los servicios prestados por el Estado miembro requerido.

			Hay excepciones en las que el requirente abonará o reembolsará ciertos gastos.

			Estos se refieren bien a la eventual intervención de un funcionario judicial o de una persona competente conforme al Derecho del Estado miembro requerido.

			Se entiende un funcionario retribuido por arancel o bien otro sistema a abonar por el requirente, como es el caso de los agentes judiciales en algunas jurisdicciones.

			En tal caso, Los Estados miembros establecerán una tasa fija única para la intervención de estos funcionarios judiciales o personas competentes conforme a la normativa del Estado miembro requerido. 

			Dicha tasa respetará los principios de proporcionalidad y no discriminación. Los Estados miembros comunicarán dicha tasa fija a la Comisión.

			El segundo supuesto 	que puede generar gastos es la utilización de un modo particular de notificación o traslado, como puede ser el uso de una agencia de transporte privada internacional.

			17.	Otros medios de transmisión, notificación o traslado de documentos judiciales

			La Sección 2ª del Capítulo II del Reglamento (UE) 2020/1784, se dedica a otras formas de transmisión, notificación o traslado de documentos judiciales.

			Comprende los arts. 16 a 20. En ellos se prevé la transmisión diplomática o consular, la postal, el traslado electrónico y la notificación o traslado directo entre Autoridades.

			Ha de recordarse que todos ellos se refieren a documentos judiciales, mutatis mutandi, aplicables a los extrajudiciales.

			Por lo tanto, no eximen del funcionamiento de la Autoridad Central, singularmente el supuesto de transmisión diplomática o consular, estando el resto de procedimientos (postal, electrónico o directo entre Autoridades), sujetos a que la normativa nacional permita esta vía (en el caso del correo postal, haya sido notificado a la Comisión) y a la autorización previa del receptor en el caso de las electrónicas (hoy R. e-Idas).

			A.	Transmisión por vía diplomática o consular

			a)	Planteamiento general de las notificaciones por vía consular

			La notificación y traslado de documentos civiles y mercantiles a través de la vía diplomática o consular está prevista tanto en el Convenio de la Conferencia La Haya de 1965, Notificaciones, como en el Reglamento (UE) 2020/1784, sobre igual materia, de aplicación preferente entre los Estados miembros, desde su entrada en aplicación, en su mayor parte, como sabemos, el pasado 1 de julio de 2022 derogando su precedente, el R. (CE) 1393/2007.

			El Convenio Notificaciones, - al que se hará referencia, Infra, Capítulo VIII está en vigor en 79 países, entre ellos todos los Estados miembros, incluida Dinamarca. También en Reino Unido. El Reglamento (UE) 2020/1784 se aplica en todos los Estados miembros menos Dinamarca. Sin embargo, entre la Unión Europea y este Reino existe un Acuerdo de 2005, actualizado desde el R (CE) 1348/ 2000, al (CE) 1393/ 2007 y desde éste al nuevo R. (UE) 2020/1784.

			Con ocasión de la adhesión de Austria al Convenio Notificaciones, en 2020, fue discutido en el seno del Comité Cuestiones Generales del Consejo de la Unión Europea, si posee o no la Unión una competencia exclusiva con relación a la adhesión de Estados —terceros, pero además este Estado miembro, ultimo en hacerlo al Convenio—, competencia que España considera evidente49.

			El Reino de España además ha firmado varios Convenios internacionales en materia de asistencia judicial que comprende las notificaciones incluso consulares, como la Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, hecha en Panamá el 30 de enero de 1975. También Convenios bilaterales con Marruecos, Argelia, Mauritania, Rusia, China, Brasil o Uruguay, entre otros50.

			Tanto el Reglamento, como el Convenio51 presentan dificultades en el diseño del procedimiento diplomático o consular, además de las que derivan de la aceptación por el Estado de recepción, conforme al Convenio de 1963.

			En primer lugar, el Reglamento ha obligado a comunicar a los Estados miembros si aceptan la notificación consular en su territorio para personas que no sean nacionales. España ha comunicado que no acepta las notificaciones para estas últimas. Sorprendentemente, pues en relación al Convenio de La Haya que permite esta reserva, no la ha hecho. Por lo tanto, no se admite en el ámbito de los Estados europeos la notificación a los no nacionales, pero si a los 53 Estados restantes signatarios del Convenio.

			Por otra parte, se plantea si es necesario acudir a la Autoridad u organismo Central (en ambos casos el Ministerio de Justicia) para solicitar directamente una comunicación consular, a fin de transmitir documentos judiciales con fines de notificación o traslado a los organismos receptores o a los órganos centrales de otro Estado miembro. Del Reglamento se deduce además de su carácter excepcional, que es un procedimiento directo y añade, con expresión tomada del Convenio: no coercitiva.

			El Convenio, establece asimismo en su art.8, que cada Estado contratante tiene la facultad de realizar directamente, por medio de sus agentes diplomáticos o consulares, sin medida de compulsión alguna, las notificaciones o traslados de documentos judiciales a las personas que se encuentren en el extranjero, si bien como se verá, con límites a la utilización de esta facultad.

			Dado que no es obligatoria la intervención de la Autoridad Central (salvo en el ámbito de la Ley 29/2015) se considera que, por razones de control administrativo, debería realizarse la actuación a través de la DG Españoles en el exterior y Asuntos consulares.

			En ambos instrumentos la transmisión puede referirse a documentos judiciales o extrajudiciales. Los primeros, deberían ser, salvo excepciones, electrónicos, lo que supone una nueva complejidad para el inadaptado sistema CODEX en el exterior, necesariamente centralizado, por lo que debe pensarse en otro formato. Para los extrajudiciales, cabe recordar que el art. 35 de la Ley del Notariado, sobre lo que denomina comisiones rogatorias notariales carece de aplicación al no haber sido desarrollado y sobre todo por prevalecer las normas internacionales que hemos indicado, así, como la Ley 29/2015, a la que seguidamente se hace referencia, a pesar de su carácter subsidiario (artículo 1 y D.A 1ª).

			Respecto del R. (UE) 2020/1784, además, no han sido comunicadas a la Comisión las autoridades notariales como organismo transmisor.

			Tras los instrumentos internacionales citados es de aplicación la Ley 29/2015, de cooperación jurídica internacional en materia civil (LCJI) dirigida a los restantes Estados no europeos con los que España no tiene relación convencional. Esta ley, esencial en nuestro sistema normativo de Derecho internacional privado, dedica a las notificaciones consulares de documentos judiciales su art 21.1. 

			Conforme a éste, los órganos jurisdiccionales españoles podrán transmitir solicitudes de notificación y traslado de documentos al extranjero a través de la autoridad central española, que las hará llegar a las autoridades competentes del Estado requerido por vía consular o diplomática, o a través de su autoridad central, conforme a lo previsto en el artículo 12.1. Sin perjuicio de comunicaciones directas, de las autoridades españolas, sino se opone la legislación del Estado de destino, por correo postal certificado o medio equivalente con acuse de recibo u otra garantía que permita dejar constancia de su recepción.

			El art. 28, permite su extensión a los documentos extrajudiciales en atención a su naturaleza, añadiendo que podrán ser remitidos a notario, autoridad o funcionario público a través de la Autoridad central o de forma directa, siempre que tengan efecto en el país de recepción.
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